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Presentación 
 
Este documento. Buscando respuestas: Nuevos arreglos para la gestión 
de las  Áreas Protegidas y del Corredor Biológico en Centroamérica.  
Constituye un  esfuerzo de análisis, discusión y propuesta sobre este 
tema, por parte de los diversos actores sociales de la región. 
 
Con la  firma de la paz en Guatemala, o finales del año pasado, 
Centroamérica inicia un nuevo período de reconciliación. Una alianza 
entre los diferentes sectores relacionados directamente con los recursos 
naturales, para concertar una nueva visión del desarrollo fundamentado 
en la alianza Centroamericana  para el Desarrollo Sostenible ALIDES). 
 
Este proceso, iniciado en marzo de 1996 o través del Consejo 
Centroamericano de Área Protegidos (CCRP), con el aval de lo Comisión 
Centroamericano de Ambiente y Desarrollo (CCAD), el apoyo de la Unión 
Mundial poro lo Naturaleza, Oficina Regional para Mesoamericana 
(UICN/ORMA) y del Programa de Frontera Agrícola (PFA), ha generado 
dos productos claves paro alcanzar eso visión. 
 
 
Uno de estos productos son los Planes Nacionales (1997 - 2002) para los 
Sistemas Nacionales de Áreas Protegidas (SINAP), que son la base de 
trabajo paro tos instituciones nacionales encargados de su 
administración. El otro producto es un Plan Regional para el Sistema 
Centroamericano de Áreas Protegidas (SICAP) como QUÍQ de acción del 
CCAP en los próximos cinco años. 
 
El SICAP es la base fundamental del compromiso asumido por los 
Presidentes de la región, de impulsar el Corredor Biológico 
Mesoamericana, dentro del marco de ALIDES. 
 
Temas como la participación y mecanismos efectivos poro concretarlo, el 
manejo participativa de áreas protegidos, la función de los actores locales 
(comunidades indígenas u campesinos), mecanismos novedosos de 
gestión y ordenamiento territorial y tenencia de la tierra, entre otros, han 
sido discutidos en forma conjunta con los nuevos actores de la 
conservación en Centroamérica 
 
Como CCAD, CCAP, UICN/ORMA y PFR, agradecemos o las 
instituciones nacionales y regionales que nos han apoyado, sobre todo a 
lo Unión Europea o través del PFR y al gobierno de Alemania, o través de 
BMZ, proyecto PAGEBOCA y los proyectos nacionales de GTZ, lo mismo 
que a la Real Embajada de los Países Bajos en Costa Rica. 
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De igual manera, nos sentimos orgullosos de presentar ante la comunidad 
nacional, regional e internacional, el resumen de este proceso, en el cual 
han participado en forma efectiva hasta el momento, más de quinientos 
centroamericanos y centroamericanos de diversos sectores. 
 
Por primera vez, en más de treinta años de gestión de las áreas 
protegidos en la región, las instituciones de gobierno, las organizaciones 
no gubernamentales, los gobiernos locales (municipios y alcaldías), los 
grupos indígenas y campesinos y la empresa privada comparten uno 
misma agenda de trabajo poro enfrentar los retos del futuro. 
 
Dentro de uno perspectiva integral, invitamos a la comunidad 
internacional, regional, nacional y local, o compartir los retos futuros de 
conservación y uso sostenible de los elementos de la biodiversidad de 
esta región, como plataforma de inserción global poro alcanzar esa meto 
ton ansiado de la sostenibilidad. 
 
Mirei Endara     Erasmo Vallestero 
Presidenta CCAD    Presidente CCAP 
 
Enrique Lahmann    Juan Blas Zapata 
Director Regional    Secretario Ejecutivo CCAB-CCAP 
UICN/ORMA 
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I. Introducción: 
 
Los frutos de la concertación 
 
En 1990, como producto de los acuerdos de Esquipulas II, los 
Presidentes de la región, suscribieron el Convenio Regional de Protección 
del ambiente. El cual dio origen o lo Comisión Centroamericana de 
Ambiente y Desarrollo (CCAD). Posteriormente, en 1992, los mandatarios 
de Centroamérica llevaron a la reunión de UNCED - Río 92, la Agenda 
Ambiental para Centroamérica y Firmaron en Managua. Nicaragua, el 
Convenio Centroamericano de Biodiversidad y Áreas Protegidas 
Prioritarias, el cual generó el Consejo Centroamericano de Áreas 
Protegidos (CCAP). 
 
Luego, en 1993, los Cancilleres de la región con instrucción de los 
mandatarios, Firmaron el Convenio Centroamericano de Bosques, el cual 
también dio origen al Consejo Centroamericano de Bosques (CCAB). 
Ambos cuerpos Funcionan como las instancias técnicos de CCAD. 
 
Con la Firma de la Alianzo Centroamericana poro el Desarrollo Sostenible 
(ALIDES) por parte de los Presidentes de la región, en octubre de 1994 
en Nicaragua, Centroamérica marca una pauta histórica en materia de 
acuerdos regionales y subregionales existentes. 
 
 
En esta estrategia política se mezclan por primera vez, cinco elementos 
claves para la integración y lo sostenibilidad de la región. Lo político, lo 
económico, lo social, lo educativo-cultural y lo ambiental se articulan 
como ejes de trabajo mediante diferentes compromisos asumidos por los 
mandatarios de la región. 
 
Uno de los compromisos ambientales de ALIDES, de mayor 
trascendencia para la conservación y uso sostenible de la  biodiversidad 
de Centroamérica, es lo iniciativa del Corredor Biológico 
Centroamericano. El compromiso asumido en ALIDES dice lo siguiente: 
"establecer el Corredor Biológico Centroamericano, consolidando los 
Sistemas Nacionales de Áreas Protegidas". 
 
Este compromiso del Corredor Biológico hace que la región 
centroamericana retome, con mayor fuerza, el tema de la gestión de las 
áreas protegidas o través de dos ejercicios Fundamentales: uno, el 
análisis de la situación de los Sistemas Nacionales de Áreas Protegidas 
(SINAP) y el Sistema Centroamericano de Áreas Protegidas (SlCAP) 
como base Fundamental del Corredor Biológico; y otro, la viabilidad 
económica, social, cultural, ambiental y política de ese corredor, o través 
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de uno serie de ejercicios nacionales y regionales con el Fin de 
determinar el nivel de esfuerzo requerido en los planos nacional y 
regional. 
 
Con respecto o este último punto, la CCRD solicitó la asistencia técnico y 
financiera del PNUD para diseñar con base en uno serie de consultorios y 
ejercicios de planificación nacional y regional, uno propuesto del Corredor 
Biológico Mesomericano, centrada Fundamentalmente en uno propuesta 
territorial y un proyecto de solicitud de apoyo Financiero al GCF. dentro 
del marco de CCAD, CCAP y los diferentes SINAP. 
 
En este sentido, por primera vez se tiene en Centroamérica uno ubicación 
de las áreas prioritarias de inversión en desarrollo sostenible, desde la 
óptica de conservación de lo biodiversidad y un conjunto de proyectos 
que contribuirían o fortalecer algunos acciones de campo en las áreas 
prioritarias definidos. 
 
Vale la pena aclarar en este coso que, aunque el mandato de ALIDES se 
refiere ala Corredor Biológico Centroamericano, los acuerdos de los 
Presidentes de la región centroamericano, con el Gobierno de México, 
bajo el marco de las negociaciones de Tuxla II, han incorporado dentro de 
esta iniciativa centroamericana a este país, en especial a los cinco 
Estados vecinos del sur de México, por lo que se conoce ahora como 
Corredor Biológico Mesoamericano. De igual manera existe uno 
resolución del CCAP y la disposición político de CCAD, de iniciar lo antes 
posible conversaciones con el Gobierno de Colombia, con el fin de 
explorar el interés de éste de incorporarse a esta iniciativa regional. En 
este sentido se están aprovechando los acuerdos binacionales, 
recientemente aprobados entre las Repúblicas de Panamá y Colombia. 
 
Con respecto al análisis de las áreas protegidos, en la VII reunión de la 
CCAB/CCAP, en marzo de 1996, en e1 Salvador, esto instancia encargó 
al "Provecto de Apoyo a la Gestión de los Bosques de Centroamérica" 
(PAGEBOCA) de UICN/ORMA, iniciar los diagnósticos nacionales de 
áreas protegidas de los SINAP y proponer en forma conjunta, los 
mecanismos e iniciativas necesarios para asegurar la consolidación de 
los SINAP. 
 
Posteriormente, en mayo del mismo, se unió a esto tarea el Programa de 
Desarrollo Sostenible en Zonas de Frontera Agrícola en Centroamérica 
(PFA). 
 
Finalmente, después del Congreso Mundial de Conservación (antigua 
Asamblea General de UICN) realizado en Montreal, Canadá en octubre 
de 1996, se incorporó la Comisión Mundial de Áreas Protegidas (antiguo 
CNPPA) a través de la Vicepresidencia Regional poro Centroamérica. 
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Desde marzo de 1996 a mayo de 1997, se realizaron en la región dos 
rondas de talleres nacionales en codo uno de los siete países  un taller 
regional a finales de abril de este. En estos talleres han participado más 
de quinientos centroamericanos de diversos sectores, Vale Ia pena 
mencionar aquí, que el CCAP junto al CCAB, por una disposición de 
CCAD, en febrero de 1995, en Panamá, decidieron compartir uno mismo 
secretaría ejecutivo y que en marzo de ese mismo, acogieron dentro de 
su seno a una serie de instancias regionales de sectores organizados de 
la sociedad civil, que venían participando en el proceso de integración 
ambiental de Centroamérica. 
 
Es así como en la reunión de CCAP/CCAB. en Montelimar. Nicaragua en 
1995. quedaron incorporados como parte de ambos consejos las 
siguientes instancias: 
 
• Consejo Consultivo Regional Mujer y Desarrollo Forestal (CCRMDF) 
 
• Coordinadora Indígena Campesino de Agro Forestería Comunitario 
Centroamericano (CICAFOC) 
 
• Asociación Centroamericano de Profesionales Forestales (ACAPROF) 
 
• Cámara Centroamericana de empresarios Forestales (CCEF) 
 
• Comisión Interparlamentaria Centroamericana de Ambiente v Desarrollo 
(CICAD) 
 
• Comité Regional de Miembros de UICN (CR-UICN) 
 
• Federación de Municipalidades de Centroamérica (FCMICA) 
 
Después de la incorporación de estas instancias o CCAP/CCAB se dan 
una serie de reacomodos en los consejos. Por un lodo el sector estatal, 
con poca claridad de los mecanismos de participación, u por otro lado los 
grupos de los sectores privados, sin tener cloro las reglas del juego. 
 
En ese sentido, cuando iniciaron los diagnósticos sobre la situación de las 
áreas protegidas, UICN/ORMA - CMAP - PFA y el CCAP, se dieron a la 
tarea de diseñar talleres nocionales participativos, en donde pudiera 
expresarse por primera vez en el plano nacional, la participación que se 
venid dando en el plano regional. De esta manera, tos dos rondas de 
talleres nacionales y el taller regional, contaron con una alto participación 
de los sectores señalados anteriormente. 
 
También, desde el punto de visto metodológico, se inició el diagnóstico 
con un cuestionario que contenía más de ciento ocho preguntas, 
estructurados de tal manera que permitieron uno primero aproximación de 
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la situación institucional, la cobertura biogeográfico, las herramientas de 
manejo, la situación del personal u otros preguntas de importancia poro 
evaluar el Plan 1989 - 2000. 
 
La idea de este plan, generado después de la II Reunión 
Centroamericana sobre Patrimonio Natural u Cultural, era analizar el 
avance en los últimos seis s, de manera que dicho análisis sirviera 
también de base paro formular el diagnóstico, los planes nacionales y el 
plan regional de trabajo, lo mismo que la información base de áreas 
protegidas, para evaluar la viabilidad del CBM. 
 
Este proceso ha establecido en los SlNAP de cada uno de los países, la 
base preliminar paro un sistema de seguimiento u evaluación. Falta aún 
afinar dicho sistema contemplando una serie de aspectos relacionados 
con cada uno de las áreas protegidas, la planificación de los sistemas y el 
seguimiento necesario paro evaluar lo corredores biológicos nocionales. 
LQ propuesta para consolidar este sistema, ha sido incluida en los 
proyectos presentados al G�F dentro del marco del Corredor Biológico 
Mesoamericano. 
 
Como se puede apreciar, la toreo que quedo por delante es aún bastante 
fuerte. No obstante, los SINAP y el CCAP, han dado el paso más 
importante, cual es el de reconocer sus propias limitaciones en el ámbito 
institucional y brindar los espacios de participación necesarios paro que 
los actores y sectores directamente relacionados con la gestión de las 
áreas protegidos puedan diseñar en forma conjunta los mecanismos para 
desempeñar mejor su popel como socios de la conservación en la región. 
 
Es importante reconocer que los Estados asignan un nuevo popel a estos 
sectores y que, para su propio desarrollo institucional, los SINAP están 
replanteándose los elementos necesarios para eso "modernización" o 
adecuación institucional. 
 
Este cambio institucional pasa necesariamente por desarrollar la 
capacidad de promover y ejecutar los "arreglos sociales" para la gestión 
participativa de las áreas protegidas, la capacidad poro darle seguimiento 
y supervisión o dichos arreglos y la necesidad de disponer de la 
información actualizada e interpretada, para la toma de decisiones. Esto, 
sin dejar de lodo, por supuesto, la necesidad de incrementar como sector 
estatal, su capacidad de negociación política con base en mecanismos 
que demuestren el aporte en bienes y servicios de las áreas protegidos a 
la economía y su contribución al desarrollo nacional. En este sentido, 
agua, energía y turismo, por mencionar algunos, deben ser internalizados 
en los PIB con el fin de visibilizar dichos aportes. 
 
Es importante también mencionar que sin eso receptividad y e! apoyo 
decidido de los encargados de los SINAP, estos lineamientos de trabajo 
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paro los próximos s no se hubieran alcanzado. De igual manera, es 
importante señalar que tampoco este proceso hubiera sido posible sin el 
apoyo de la cooperación nacional e internacional a través de los múltiples 
proyectos y cooperantes que se han incorporado a esto iniciativa. 
 
La apertura de tos proyectos nacionales de GTZ para apoyar los talleres 
nocionales y regional. Junto con otros proyectos como Helvetas en 
Guatemala y Salvanatura en El Salvador, es digna de mencionarse. De 
igual manera el apoyo para el Taller regional por parte de lo Embajada de 
Holanda en Costa Rico, la agencia Internacional para el  Desarrollo de 
Estados Unidos USAID y la agencia de Cooperación del Gobierno de 
Dinamarca (DaNIDa) ha sido vital paro desarrollar esta visión conjunta. 
 
 

II. Antecedentes 
 
El camino recorrido 

 
Centroamérica  es un territorio de aproximadamente medio millón de 
kilómetros cuadrados (0,51% del territorio mundial), que resguardo por lo 
menos el 7% de la riqueza biológica del planeta. 
 
Es una región con siete países (Guatemala, Belice, El Salvador, 
Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Panamá), y una  población creciente 
de más de treinta millones de habitantes. Según los datos del PNUD, los 
niveles de pobreza en la región alcanzan un 66% u un 47% de pobreza 
extrema. 
 
De acuerdo con los últimos datos levantados por los SINAP y 
UICN/ORMA, se calcula que el 58% de la cobertura boscosa remanente 
de la región se encuentra dentro del SICAP con más de 400 áreas 
protegidas.  Estas áreas, bajo regímenes de administración especial. 
Están o han estado en su mayoría, habitados por pobladores 
pertenecientes a por lo menos 29 pueblos indígenas. Dichos grupos han 
desarrollado a lo largo de los años, un sin número de tecnologías para 
aprovechar sus recursos naturales. 
 
El SICAP ha posado por un proceso de desarrollo en los últimos treinta 
años y algunos de sus hitos  más importantes se mencionan a 
continuación: 
 
2.1.1 Reunión Centroamericana sobre Manejo de Recursos Naturales 
y Culturales, 1974. 
 
En diciembre de 1974, en San José, Costa Rica, se reunieron 24 
participantes oficiales (de cuatro importantes sectores: recursos naturales, 
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turismo, cultura y planificación), y 23 observadores de organizaciones 
internacionales, coauspiciados por UICN, FAO, UNESCO, y la 0EA, con 
el apoyo Financiero de PNUMA, WWF y ABF, para recomendar el 
establecimiento de un conjunto de parques nacionales piloto y parques 
nacionales fronterizos en la región centroamericana. 
 
La presentación de los informes nacionales señaló como áreas 
prioritarias, entre otras, las siguientes: 
 
PANAMÁ: Altos de Campana, Darién, Portobelo, Bocas del Toro, 

Volcán Barú y, la laguna de Matusaragati. 
 
COSTA RICA:   Santa Rosa, Volcán Poás, Guayabo, Rincón de la 

Vieja, Corcovado, Chirripó y Tilarán. 
 
NICARAGUA:   Volcán Cosiguina, Masaya, San Cristóbal, Cerro 

Negro, Momotombo, Estero Real, Kilambé, Saslaya, 
Cayos del caribe (Mosquitia), Isla Zapatera y Río San 
Juan. 

 
HONDURAS:   Manglares del Golfo de Fonseca, Lago de Yojoa, 

Montaña de Cusuco, Pinares de Guanaja (Isla de la 
Bahía), Zona Agalteca-Olancho y, Copán 

 
EL SALVADOR.  Trifinio, Cerro Verde, Noncuchiname, Deininger, 

Manglares de Jiquilisco, Barra de Santiago y, 
Tazumal. 

 
GUATEMALA:   Tikal, Río Dulce, Chuchumatanes, Bisis, Sierra de las 

Minas, Lachuá, Atitlán, Ceibal, Huamuchal y,  Volcán 
de Pacaya/Lago de Amatitlán 

 
Éstas áreas de alguno manera representaban las mejores expresiones 
para conservar recursos forestales (bosques tropicales u subtropicales), 
recursos de agua dulce, estuarios y manglares, recursos de fauna 
silvestre y recursos culturales (arqueológicos), todos ellos con un gran 
potencial turístico. 
 
Durante esta reunión, no se discutieron criterios muy estrictos para 
proponer u priorizar las áreas con una perspectiva regional (nada más 
que el cúmulo de las propuestos nacionales, sin un análisis de 
superposiciones y brechas). No se contó con una matriz para determinar 
por qué se estaba proponiendo uno u otra área protegida como piloto o 
importante. Tampoco se discutió la importancia nacional versus la 
regional, en términos de representación ecosistemática (biodiversidad). 
No obstante, ya que tomar en cuenta que los niveles de información 
disponibles eran pocos. 
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Lo único que puede interpretarse, es que los tipos de bosque, lo 
monumental de los sitios arqueológicos y la maravilla de los paisajes, 
fueron los criterios en que se basó la propuesta del SICAP. No así lo que 
ahora se suele llamar "la producción de servicios ambientales 
estratégicas para el desarrollo nacional (agua, energía, fijación de 
carbono, madera, vida silvestre, etc.)". 
 
Los únicos elementos que privaron para la escogencia de esas áreas 
protegidas piloto por país, eran: uno, la necesidad de mostrar a la 
sociedad centroamericana un nuevo concepto de conservación; "los 
parques nacionales", y cómo estas áreas ya desarrolladas aportaban a la 
economía nocional. Dos, cómo estas nuevas figuras de manejo tenían 
que mostrar su importancia nacional, como áreas generadoras de 
conocimiento, educación, esparcimiento y recreación.  
 
2.2. Estrategia  para una Década Crítica. 
 
El Programa de Áreas Silvestres y Cuencas del CATIE (PASC), muy 
activo entre 1977 y 1990 dio seguimiento a la reunión de 1974 con el 
auspicio del mismo Fondo de los Hermanos Rockefeller (ABF). 
 
Este programa desarrolló en esa época la acción más intensa vivida en la 
región en materia de capacitación en áreas protegidos, avanzando en los 
asuntos metodológicos, no sólo para parques individuales, sino en 
materia de planificación de sistemas nacionales. 
 
El PASC desarrolló la primera evaluación comparativa entre 1909 y 1981 
del Sistema Centroamericano de Áreas Silvestres. En dicho informe, por 
primera vez aparece Belice como parte del análisis regional, además, el 
PASC jugó el papel de "Secretario" de las agencias nacionales de manejo 
de áreas protegidas, manteniéndolas en contacto, incluso a través de un 
boletín regional. 
 
En ese mismo período, se formó la FEMAC (Federación Mesoamericana 
de Asociaciones Conservacionistas No Gubernamentales), para que 
ejerciera un papel catalizar entre aquellas instancias  privadas 
interesadas o involucradas en la administración de las áreas protegidas 
de la región. No obstante, lo mismo no pasó o más. 
 
En aquella época existían según la lectura del momento, tres factores 
determinantes de la destrucción de la naturaleza: 
 
• La deforestación masiva, a causa de la ganaderización de las tierras 
húmedas de Centroamérica,  
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• El crecimiento poblacional y el aumento de la pobreza rural. 
 
• La búsqueda de nuevas tierras para la producción agropecuaria a 
consecuencia de su  baja productividad. 
 
En paralelo, se identificaron tres grandes "cuellos de botella" para el 
avance del SICAP:  
 
• Elevado número de instituciones por país, encargadas de la planificación 
y manejo de los recursos naturales, haciéndolo de una manera 
descoordinada y muchas veces divergente. 
 
• Pocos "líderes" potenciales por país para dirigir las actividades de la 
conservación de la naturaleza, o través de la gestión de las áreas 
protegidas. 
 
• Debilidad institucional creciente, especialmente en capacidad instalada 
con experiencia en planificar y desarrollar mecanismos financieros 
adecuados. 
 
Entre 1909 y 1981, la región pasó de tener 25 áreas declarados, bajo 6 
categorías de manejo, 1,9 millones de hectáreas y 3,2% del territorio 
centroamericano protegido, hasta 149 áreas declaradas, 14 categorías de 
manejo, 0.1 millones de hectáreas y el 11,6% del territorio regional. El 
avance en cuanto al manejo efectivo de las áreas también Fue 
significativo, la región pasó en 1909 de 8 áreas bien manejadas (32%), a 
107(71%).  
 
2.3  II Reunión Centroamericana 1987: Plan de Acción 
89-2000 del Sistema Regional de Áreas Silvestres 
Protegidas 
 
 
En octubre de 1987, en Ciudad Guatemala, Guatemala. se reunieron más 
de 166 participantes, delegados oficiales y observadores internacionales, 
para evaluar los niveles de crisis ambiental en la región, así como los 
avances y modalidades de trabajo de cada uno de los países para 
afrontar dicha crisis, incluyendo la evaluación del progreso de los SINAP. 
 
En esa reunión se lanzó públicamente la versión en castellano del Perfil 
Ambiental Centroamericano, en el cual se reconoció por primero vez la 
relación entre pobreza y medio ambiente y sus efectos en los 
ecosistemas naturales. 
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El material producido para y durante dicho evento, fue sistematizado en el 
CATIE y dio posteriormente lugar a la publicación del Plan de Acción 
1989-2000.  
 
Si bien hubo una serie de avances en cuanto al Plan Regional del SICAP, 
muchos de estas acciones y actividades a la fecha no han sido 
consolidados y necesitan de mayores esfuerzos para su concreción. 
 
Este plan de acción mostró por primera vez una posición más integrada 
en el largo camino de la conceptualización del SICAP. Identificó 
claramente la necesidad de mejorar la cobertura biogeográfíca de la red 
de áreas protegidos dentro de Centroamérica; así como desarrollar 
políticas nacionales que incorporen el desarrollo sostenible en las 
comunidades que viven dentro y alrededor de esas áreas. 
 
El plan además hizo visible la necesidad de fortalecer el marco 
institucional para la conservación con una autoridad central fuerte; 
formular planes para orientar técnicamente el manejo de cada uno de las 
unidades; promover el establecimiento de áreas protegidos privadas o 
con administraciones privadas; fortalecer las actividades de Investigación 
y promover la concientización  pública y de los tomadores de decisión. 
 
También, el plan sugirió facilitar el acceso del turismo a las áreas 
públicas; procurar una adecuado ordenación territorial; dar prioridad de 
empleo a las poblaciones rurales en el manejo de las áreas protegidas; 
procurar la adhesión y puesta en práctica de los convenios regionales o 
internacionales en materia de conservación; establecer áreas protegidos 
en zonas limítrofes o fronterizas; promover mecanismos de seguimiento 
de los planes regionales y crear Incentivos para la participación de la 
empresa privada y las comunidades vecinas en el manejo de las áreas 
protegidas. 
 
El plan advertía también que era necesario promover la cooperación extra 
regional a los esfuerzos de conservación en la región y que era prioritario 
concientizar a gobernantes y población en general de la estrecho 
dependencia entre conservación, desarrollo económico y paz. 
 
El SICAP finalmente se convirtió en el conjunto de áreas declaradas y 
potenciales identificadas por país para generar múltiples bienes u 
servicio. 
 
Había en total 227 áreas declaradas o manejadas y 89 potenciales con un 
gran total identificado de 5,5 millones de hectáreas, bajo protección en 
cualesquiera de las categorías de manejo (Incluyendo parques 
nacionales, reservas biológicas, refugios de vida silvestre, reservas 
forestales, reservas indígenas, monumentos culturales y reservas de la 
biosfera). 
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El total de áreas declaradas y potenciales es lógicamente mayor para 
1987 que para 1981. Sin embargo, el total territorial es aparentemente 
contradictorio por ser menor el de 1987 que el de 1981. la interpretación 
que se puede dar ahora a estas contradicciones, ante la falta de evidencia 
de los métodos de recopilación de la información, es que, en 1981. 
muchos reservas de la biosfera propuestas fueron sobredimenisionadas o 
los datos superpuestos. 
 
2.4  Informe al IN Congreso Mundial de Parques y otras 
Áreas Protegidas 
 
Entre junio y septiembre de 1991 la UICN/ORMA organizó talleres de 
consulta en los 7 países de la región con el propósito de actualizar la 
información sobre el SICRP y llevar en febrero de 1992 al IV Congreso 
Mundial de Parques, en Caracas, un informe detallado de Centroamérica. 
En las reuniones participaron 170 personas de 48 organizaciones 
gubernamentales u 62 organizaciones privados.  Este proceso fue 
financiado por las organizaciones auspiciadores del Congreso Mundial, a 
través de la sede central de UICN en Suiza. 
 
En este informe se describen los orígenes de las áreas protegidos en 
Centroamérica que dotan de finales del siglo pasado y más claramente o 
partir de la década de los 20.   Esta descripción muestra los criterios que 
privaron para desarrollarlas: primero, la belleza escénica y las 
posibilidades de recreación; segundo, la necesidad de satisfacer 
demandas de agua y madera; tercero, la protección de sitios 
arqueológicos; y posteriormente, la necesidad de proteger la 
biodiversidad y desarrollar investigación científica. 
 
El SICAP, prácticamente se definía con un conjunto de áreas así: 173 
áreas declaradas  como parques y 71 áreas declaradas con categorías de 
uso múltiple, para un total de 244 con aproximadamente 8,8 millones de 
hectáreas, es decir el equivalente al 16,5 % de la región centroamericana. 
 
Este informe por primera vez identifica una tasa de crecimiento promedio 
de 4,5 sitios protegidos legalmente por año en la región centroamericana 
durante un período de más de 35 años. Se consigna además que, de las 
173 áreas declaradas como parques, el 70% de dichas áreas son 
pequeñas, menores a 10,000 hectáreas. 
 
Sin embargo, se señala también que 5 áreas protegidas de la región 
(Parque Nacional Laguna del Tigre/Guatemala, Reserva de Biosfera Río 
Plátano/Honduras, Parque Nacional Darien/Panamá, Reserva Natural de 
Bosawas/Nicaragua y. Reserva de Biosfera Marina Cayos 
Miskitos/Nicaragua), en aquel momento representaban el 3,08% de las 
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áreas del SICAP. Sin embargo, protegían en teoría aproximadamente el 
50% del territorio del SICAP. 
 
Este informe presenta con objetividad, las debilidades de manejo de 
muchas de las áreas de la región. Muchas se confirman como "parques 
de papel". También, se mencionan las principales amenazas a las áreas 
protegidas. 
 
Es en ese informe en donde se presenta por primera vez, el concepto del 
Corredor Biológico Mesoamericano así: 
 

"...se está desarrollando la idea de ver al conjunto de áreas 
protegidas, a lo largo de todo el istmo centroamericano, como un 
puente, tanto terrestre como costero-marino, sobre el Océano 
Pacífico y Atlántico, entre los dos subcontinentes, neartico y 
neotropical. Este puente lo constituirían todas las áreas, de todas 
las categorías de manejo posibles en la región, incluyendo sus 
zonas de amortiguamiento y aquellas zonas degradadas que se 
manejen por medio de actividades de restauración ecológica." 

 
A pesar del significativo esfuerzo, este proceso no llegó, al igual que los 
anteriores, a evaluar sistemáticamente la representación en la cobertura 
ecológica del sistema regional de áreas protegidas. Sin embargo, sí 
presentó algunas ideas de cómo mejorar la representación ecológica en 
el SICAP: 
 
• Se determinó que la mayoría de las áreas protegidas de la región, están 
en picos y volcanes con bosques nublados o muy húmedos y, en las 
llamadas selvas bajas tropicales lluviosas. 
 
• Se constató que el SICAP tiene muy poca representación de zonas 
secas y semiáridas, poco de altiplanos fríos/nearticos con zonas de ro-
bles, pinos, abetos y liquidámbares. 
 
Para 1992, también se identificaba como muy débil, la representación de 
cuerpos de agua y vegetación costera (manglares, lagunas costeras, 
arrecifes, islas, etc.). En este sentido se identificaron como áreas muy 
importantes: 
 
• Los Morrales en Chalatenango en el Salvador y la zona de Morazán en 
Guatemala. 
 
• Los Cuchumatanes en Guatemala, Montañas Mayas en Belice e Isla de 
Guanajo en Honduras. 
 
• Caratasca en Honduras, Los Cobanos en 61 Salvador, Punta de 
Manabique y Huamuchal Manchón en Guatemala, Laguna Manotee en 
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Belice y, Tapamlaya y Kukayala en Nicaragua. 
 
En cuanto a los aspectos institucionales, se mencionaba claramente que 
ante el crecimiento de demandas a los SINAP, contradictoriamente se 
estaba dando el debilitamiento de esas instituciones gubernamentales 
producto de las políticas de ajuste. Se puntualizó que las organizaciones 
privadas están tomando un papel cada día más importante en la 
planificación y manejo de áreas protegidas. 
 
También se señalaba, que las áreas protegidas en general no 
presentaban mecanismos propios de financiamiento, más que los 
tradicionales aportes del presupuesto nacional y de las donaciones de la 
cooperación externa. 
 

2.5. Convenio poro lo Conservación de lo Biodiversidod y 
Protección de Áreas Silvestres Prioritarias en América 
Central CCAD, 1992. 

 
Con el conocimiento de las negociaciones internacionales del Convenio 
Global de Biodiversidad (de cara a la Cumbre de la Tierra en Río de 
Janeiro), la UICN y la CCAD promovieron el desarrollo de un instrumento 
político/legal propio para promover la protección de las áreas silvestres en 
Centroamérica. 
 
De esta manera, seis Presidentes Centroamericanos firmaron en 
Managua el 5 de junio de 1992, lo que hoy se conoce como el Convenio 
Centroamericano de Biodiversidad y Protección de Áreas Silvestres. En 
dicho convenio se subrayan, entre otros, los siguientes principios Funda-
mentales: 
 
• Conservar y usar sosteniblemente, en función social, sus recursos 
biológicos. 
 
• El valor de la contribución de los recursos biológicos y el mantenimiento 
de su diversidad al desarrollo económico y social, debe ser reconocido y 
reflejado en los arreglos económicos y financieros entre los países de la 
región y entre estos y otros que cooperen en su conservación y 
aprovechamiento. 
 
• Deben reconocerse y rescatarse, el conocimiento, las prácticas y las 
innovaciones tecnológicas desarrolladas por grupos nativos en la región, 
que contribuyan al uso sostenible de los recursos biológicos, y a su 
conservación. 
 
Entre las medidas de ejecución se mencionan: 
 
• Identificar, seleccionar, crear, administrar y fortalecer, a la mayor 
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brevedad posible, los parques nacionales y otras áreas equivalentes, 
como instrumentos para garantizar la conservación de muestras 
representativas de los principales ecosistemas del istmo, y 
prioritariamente aquellas que contengan bosques productores de agua. 
 
• Desarrollar y fortalecer como prioridad las regiones fronterizas, 
terrestres y costero-marinas. 
 
• Crear el Consejo Centroamericano de Áreas Protegidas (CCAP) 
compuesto por los directores de las oficinas nacionales y por integrantes 
de la Comisión de Áreas Protegidas de UICN. (antigua CNPPA) 
 
2.6 Convenio Regional para el Manejo y Conservación de 

ecosistemas Naturales Forestales y el Desarrollo de 
Plantaciones Forestales. (Convenio Centroamericano de 
Bosques), 1993 

 
En octubre de 1993, los Cancilleres de la región, por mandato de los 
Presidentes firman el Convenio Centroamericano de Bosques. Este 
acuerdo regional da origen al Consejo Centroamericano de Bosques 
(CCAB) el cual junto con el CCAP forman las instancias técnicas de 
CCAD. 
 
El artículo 3 de dicho convenio en su inciso a. dice lo siguiente: 
 
• "Los Estados Contratantes de  este Convenio se comprometen a: 
 
Mantener opciones abiertas para el  desarrollo  sostenible  de   los países 
centroamericanos, mediante la consolidación de un Sistema Nacional y 
Regional de Áreas Silvestres Protegidas que aseguren la conservación de 
la biodiversidad, el mantenimiento de los procesos ecológicos vitales y la 
utilización de flujos sostenibles de bienes y servicios de sus ecosistemas 
forestales naturales". 
 
Actualmente los dos consejos técnicos se integran en una sola secretaría 
ejecutiva y se reúnen en forma conjunta periódicamente, lo cual ha dado 
una visión compartida de problemas y oportunidades a ambos sectores 
estatales. 
 
2.7. Alianza Centroamericana para el Desarrollo Sostenible (ALIDES), 
1994. 
 
Los presidentes centroamericanos decidieron, durante la XV Cumbre 
regional, a mediados de 1994, adoptar una estrategia integral de 
desarrollo sostenible para la región, dentro del marco del reconocimiento 
ante el mundo del carácter único e indivisible del patrimonio natural que 
poseen los pueblos centroamericanos. 
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"La Alianza centroamericana para el desarrollo sostenible es una iniciativa 
de políticas, programas y acciones de corto, mediano y largo plazo que 
delinea un cambio de esquemas de desarrollo, de nuestras actitudes 
individuales y colectivas, de las políticas y acciones locales, nacionales y 
regionales hacia la sostenibilidad política, económica, social, cultural y 
ambiental de las sociedades". 
 
ALIDES es una estrategia regional de coordinación y concertación de 
intereses, iniciativas de desarrollo, responsabilidades y armonización de 
derechos. Su ejecución se apoya en la institucionalidad existente y la 
complementa, apoya y fortalece. Los principios fundamentales de la alian-
za son: 
 
• El respeto a la vida en todas sus manifestaciones.  
 
• El mejoramiento de la calidad de vida humana. 
 
• El respeto y aprovechamiento de la vitalidad y diversidad de la tierra de 
manera sostenible. 
 
• La promoción de la paz y la democracia como formas básicas de 
convivencia humana. 
 
• El respeto a la pluriculturalidad y diversidad étnica de la región. 
 
• El logro de mayores grados de integración económica entre los países y 
de éstos con el resto del mundo. 
 
• La responsabilidad intergeneracional con el desarrollo. 
 
Entre los objetivos específicos de la Alianza en materia ambiental, se 
encuentran: 
 
• Armonizar y modernizar la legislación ambiental y las estructuras 
institucionales nacionales encargadas. 
 
• Reducir los niveles de contaminación del aire, agua, y suelo. 
 
• Salvar, conocer y usar la biodiversidad de la región promoviendo entre 
otras cosas el desarrollo de corredores biológicos y áreas protegidas, 
centros de biodiversidad y jardines botánicos. 
 
• Promover la toma de conciencia y la participación de la sociedad 
mediante la incorporación de los aspectos ambientales en los sistemas 
educativos. 
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• Disminuir consistentemente el ritmo de deforestación y al mismo tiempo 
promover la reforestación. 
• fomentar proyectos de desarrollo sostenible en zonas fronterizas. 
 
2.8 Programa estratégico del Corredor Biológico Mesoamericano, 
CBM "Un compromiso de ALIDES" para mejorar la calidad de  vida 
de la gente. 
 
Para salvar y usar sosteniblemente la biodiversidad en la región, la CCAD 
desarrolló y esta operacionalizando el llamado Corredor Biológico 
Mesoamericano (CBM), a través de su Programa estratégico. 
 
Se resolvió entender como el Corredor Biológico Mesoamericano: 
 

"Un sistema de ordenamiento territorial compuesto de áreas 
naturales bajo regímenes de administración especial, zonas nú-
cleo, de amortiguamiento, de usos múltiples y áreas de 
interconexión; organizado y consolidado que brinda un conjunto de 
bienes y servicios ambientales a la sociedad centroamericana y 
mundial; proporcionando los espacios de concertación social para 
promover la inversión en la conservación y uso sostenible de los 
recursos naturales, con el fin de contribuir a mejorar la calidad de 
vida de los habitantes de la región" 
 

En este contexto, el Corredor Biológico Mesoamericano (CBM), es un 
Programa estratégico de la CCAD, para impulsar el desarrollo y 
consolidación de acciones que promuevan un nuevo equilibrio entre las 
necesidades de sustento de los habitantes de la región, la dinámica 
económica imperante y, el potencial de los recursos naturales de acuerdo 
con ciertos criterios ecológicos, económicos y sociales, tanto en los siete 
países centroamericanos como, en los cinco estados mexicanos del 
sudeste. 
 
Se conceptualiza como un programa estratégico porque: 
 
• Se basa en una situación explicativa (diagnóstico), que permite 
interpretar la problemática ambiental y social en Centroamérica. 
 
• Define una imagen objetivo (utopía posible), que se desea en la región. 
 
• Propone un proceso (situación estratégica), en el cual se exploran gran-
des alternativas u opciones de desarrollo, promoviendo programas de ac-
ción en un encadenamiento temporal. 
 
Como Programa Estratégico se enfoca en los medios políticos para 
promover el manejo bioregional a través de la conservación de la 
biodiversidad, por medio de la consolidación del SICAP, para mejorar las 
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alternativas de usar sustentablemente los recursos naturales en Zonas de 
Amortiguamiento y; para promover la restauración productiva del paisaje. 
 
El enfoque se basa en un compromiso hacia la salud de los sistemas 
naturales, en una afinidad cultural hacia la tierra y los procesos ecológicos 
y; en las metas de descentralización política, autodeterminación y equidad 
social. 
 
El programa estratégico deberá: 
 
• Permitir la identificación de vacíos en la protección ecosistemática y en 
visualizar oportunidades para el uso sostenible. 
 
• Promover la discusión de los efectos potenciales de la dinámica 
económica de corto plazo, sobre la viabilidad de los ecosistemas para 
soportar la visión actual de desarrollo. 
 
• Maximizar la coordinación de programas y proyectos para hacer mas efi-
ciente los impactos en su conjunto. 
 
• Promover el uso de diferentes herramientas, escalas y capacidades para 
lograr los objetivos del CBM. Cualquier institución, organización, o indi-
viduo, proyecto o programa, debe considerarse como parte interesada en 
este esfuerzo. 
 
Además de la coordinación estratégica regional, el CBM mantiene como 
principio fundamental, que solamente fortaleciendo a los actores locales u 
nacionales se puede construir u consolidar el mismo y que además debe 
estar basado en experiencias locales y nacionales. En este sentido el 
CBM debe: 
 
• Reservar los elementos naturales esenciales para mantener opciones 
abiertas. 
 
• Promover el manejo de las cuencas en su totalidad. 
 
• Restaurar las tierras degradadas. 
 
• Mantener la productividad pesquera en función del manejo bioregional. 
 
• Promover el manejo adecuado de los pastizales dentro de su capacidad 
de carga. 
 
• Optimizar la productividad a largo plazo de los sistemas agropecuarios. 
El Corredor Biológico promoverá, de una manera integral y concatenada, 
el desarrollo de líneas estratégicas de trabajo, con base en el conjunto de 
los retos complejos existentes identificados en la región, así: 
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• Información, diseminación y uso del conocimiento. 
 
• Seguimiento estratégico para la coordinación. 
 
• Planificación y participación integral. 
 
• Concientización y aceptación local. 
 
• Liderazgo y desarrollo de capacidades. 
 
• Mejores prácticas y manejo adaptativo. 
 
• Movilización de recursos financieros y sostenibilidad económica. 
 
• Coordinación y cooperación internacional. 
 
• Ejecución de actividades claves. 
 
El programa estratégico del CBM está dirigido desde la unidad de 
coordinación, instalada en la Secretaria Ejecutiva de la CCAD, bajo la 
orientación y supervisión global de los Ministros de Ambiente y Recursos 
Naturales de los ocho países que lo conforman (México, Belice, 
Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Panamá), a 
través de sus Directores o Responsables temáticos en Áreas Protegidas y 
Bosques (CCAP y CCAB) 
 
El programa estratégico define que prácticamente todos aquellos 
proyectos de carácter regional, subregional o nacional, en el marco del 
desarrollo de áreas protegidas, manejo de recursos boscosos y naturales, 
promoción de la agricultura sostenible y el desarrollo rural integrado, con 
apoyo de la cooperación externa o no, son parte del CBM, si de alguna 
manera actúan en las zonas geográficas identificadas por la asistencia 
preparatoria CCAD-PNUD.  
 
III. Situación de las áreas protegidas: 
 
Una tarea inconclusa 
 
Entre marzo de 1996 y abril de 1997, la UICN/ORMA, por medio de su 
proyecto de Apoyo o la Gestión de Bosques de Centroamérica 
(PAGEBOCA) y con el apoyo del PFA, actualizó lo información del 
SICAP, país por país, en atención a las demandas de información de las 
oficinas de los SINAP y del Consejo Centroamericano de Áreas 
Protegidas (CCAP). 
 
Este proceso viene a cobrar mayor importancia a raíz de la solicitud 
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hecha por la Red de Parques Nacionales de la FAO y la Comisión 
Mundial de Áreas Protegidas (UJCPA o CMAP) de la UICN, de preparar 
un informe para el Primer Congreso Latinoamericano de Parques y otras 
Áreas Protegidas a celebrarse en Santa Marta, Colombia, en mayo de 
1997. 
 
En el presente apartado se resumen los principales elementos que 
muestran que, a pesar del extraordinario esfuerzo realizado hasta el 
presente, la sociedad centroamericana en su conjunto requiere hacer 
mayores cambios y sobre todo propuestas novedosas, para consolidar un 
sistema de áreas protegidas que soporte y contribuya al desarrollo del 
Corredor Biológico Mesoamericano, a la sostenibilidad y a elevar, por 
ende, la calidad de vida de los habitantes centroamericanos. 
 
3.1 Situación general del SICAP. 
 
El Sistema Centroamericano de Áreas Protegidas ha superado la 
capacidad de los Estados para garantizar la conservación y manejo de las 
áreas protegidas. Es necesario lograr su plena integración y el 
reconocimiento de su contribución oí desarrollo nacional, sobre todo en el 
contexto de globalización, en donde el mantenimiento de los servicios 
estratégicos como agua, energía y suelos, es esencial. 
 
Esto hace necesario revisar los avances y replantear las estrategias para 
mejorar la situación actual de los SINAP. 
 
El impulso que los países han dado a la conservación de los recursos 
naturales creando áreas protegidas, ha llevado a que Centroamérica 
cuente en la actualidad con un SICAP de 802 áreas, de la cuales 411 se 
encuentran formalmente declaradas y 391 están propuestas. 
 
3.2 Número de Áreas Protegidos del SICAP 
 
Las 411 áreas que tienen declaratoria, representan el 18.6% del territorio 
Centroamericano (9,5 millones de hectáreas) y en su totalidad (sumando 
las 391 potenciales) se estima que el SICAP podría llegar al 24 % de 
territorio regional. De 1969 a 1996 el número de áreas declaradas au-
mentó 16 veces. 
 
Como se muestro en el cuadro 2, la cantidad de áreas declaradas y 
propuestas varía de país a país. Mientras Costa Rica cuenta con un 
sistema donde todos las áreas tienen declaratoria legal, hay países como 
El Salvador donde la mayoría de los AP todavía no se han legalizado. 
 
El esfuerzo realizado por los SINAP para incorporar en cada uno de ellos 
el mayor número posible de ecosistemas representativos, no ha estado 
acompañado, lastimosamente, de un fortalecimiento institucional que 
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garantice la consolidación del sistema en general. 
 
Esta deficiencia ha generado que los países de la región, con excepción 
de Costa Rica, estén estableciendo "Sistemas Mínimos o Prioritarios", los 
cuales en algunos casos no cubren ni siquiera el número actual de áreas 
declaradas. 
 
Este fenómeno, es un reconocimiento por parte de los Estados de sus 
limitaciones, que a la vez presenta y refuerza la necesidad que tiene la 
región, de incorporar v comprometer a otros sectores u actores a 
colaborar en la administración y manejo de las áreas protegidas. 
 
3.3 Composición por categorías de manejo y tamaño de las AP del 
SICAP. 
 
Del total de 411 áreas declarados, aproximadamente 73 son parques na-
cionales con uno estimación de 3.57 millones de hectáreas (donde 
sobresale Panamá); 45 reservas biológicas con aproximadamente 0.46 
millones de hectáreas (donde sobresale Nicaragua); 43 reservas 
forestales con 1.35 millones de hectáreas (donde sobresale Nicaragua); 
71 refugios de vida silvestre con 0.49 millones de hectáreas (donde so-
bresale Costa Rica); 32 zonas protectoras con 0.31 millones de hectáreas 
(donde sobresale Costa Rica); 37 sitios arqueológicos (donde sobresale 
Guatemala). 
 
Existen además 15 humedales (donde sobresale Costa Rica); al menos 8 
reservas de la biosfera con 1.80 millones de hectáreas (donde sobresale 
Guatemala);  4 reservas marinas (donde sobresale Honduras); además 
de 85 áreas restantes que han sido distribuidas en 11 categorías 
adicionales, las cuales se caracterizan por ser menos restrictivas o que se 
utilizan como intermedias para posteriormente definir su categoría final. 
 
Sin embargo, hay países que han postergado mucho esta decisión. Un 
ejemplo concreto, es el caso de Nicaragua, en donde se cuenta con 60 
áreas dentro de la categoría de reservas naturales. 
 
También dentro del SICRP se encuentran alrededor de 32 sitios 
considerados de importancia internacional; 17 sitios RAMSAR, 8 sitios de 
Patrimonio Mundial y 8 Reservas de la Biosfera. 
 
Las áreas que componen los SINAP, son en su mayoría áreas pequeñas. 
Mientras que las áreas menores de 10,000 hectáreas se incrementaron 
en un 23.4 % entre 1992 y 1996, 
 
áreas mayores a 50,000 hectáreas no fueron establecidas. 
 
De acuerdo con los datos de 387 AP declaradas, un 33% de ellas tienen 
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una extensión menor a las 1,000 hectáreas, estando el 60% de las AP del 
SICAP por debajo de las 5,000 hectáreas. Tan sólo 4 áreas superan las 
500,000 hectáreas, en Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá. 
 
3.4 Declaratorio de las  AP del SICAP. 
 
Los mayores esfuerzos para la declaratoria de áreas protegidas se 
efectuaron a partir de la década de los 80. Entre 1985 y 1996 se han 
declarado 257 áreas protegidas, o sea que un 62% de las 411 se han 
logrado en los últimos 11 años. 
 
Esto refleja en alguna medida el grado de conciencia sobre la necesidad 
de conservación que se ha ¡do desarrollando en la región. No obstante, 
es necesario desarrollar los mecanismos para una protección efectiva de 
las mismas, con la idea de no perder por parte de la sociedad la confianza 
y el respeto ganado. 
 
3.5 Presencia institucional  y personal de las AP del SICAP. 
 
De las 802 áreas del SICAP, tan sólo el 31% (248 áreas) cuentan con 
presencia institucional, Además, dicha presencia no expresa una 
adecuada gestión de manejo del área, ya que en muchos casos ni 
siquiera se puede asegurar que el o los funcionarios de campo presentes, 
cuenten con las condiciones necesarias para desempeñar sus acti-
vidades. 
 

                 
 
La distribución del personal en muchos de los países de la región, no 
obedece a criterios definidos de extensión o requerimientos de manejo 
(amenazas, cacería y tala ilegal). Por ejemplo, dos áreas declaradas en El 
Salvador como Laguna Jocotal (Refugio de Vida Silvestre) y Montecristo 
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(Parque Nacional) no muestran un balance en el personal. Mientras que 
la primera no cuenta con ningún personal, la segunda tiene 42 
funcionarios. 
 

                
 
El total de funcionarios aportados por el Estado, que tiene el SICAP, es 
de tan solo 1814 personas, de los cuales un 48% y un 26% 
respectivamente, se encuentran en Costa Rica y Guatemala, los cinco 
países restantes tienen tan solo 470 personas para cubrir sus 
necesidades de gestión. 
 
Cuando se comparan los datos de presencia institucional en cada país 
con el número de áreas protegidas dentro del Sistema Mínimo, se nota 
que solamente Belice y Nicaragua tienen una presencia institucional en 
un número de áreas, que supera el número de estas incluidas dentro del 
Sistema Mínimo o Prioritario. 
 

 
 
 
Dicha escasez de personal hace que la responsabilidad de cada 
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funcionario, sea superior a las capacidades humanas. En promedio para 
el SICAP y tomando en cuenta solamente los datos de extensión de las 
áreas declaradas, a cada uno de los 1814 funcionarios le correspondería 
proteger en teoría, 5,000 hectáreas. 
 
personal que esta trabajando en el campo, el cual corresponde a un 88% 
de los 1814 (Cuadro 4). No obstante en el proceso de descentralización 
de los SINAP, esta relación se debería aprovechar como una oportunidad. 
 
Si bien la situación salvadoreña parece más alentadora, ésta es reflejo de 
una realidad del país, ya que de 125 áreas propuestas y 4 AP declaradas, 
124 tienen una extensión menor a las 2500 hectáreas. 
 
3.6 Aporta de personal da los ONG a los SINAP. 
 
La presencia institucional en las AP se ve reforzada por el aporte que 
están realizando los diferentes sectores de la sociedad civil a los SINAP. 
Las ONG se estima que contribuyen con 285 funcionarios a las áreas 
protegidas, de los cuales 83 trabajan en las oficinas centrales del Estado 
y 202 en el campo. 
 
Con excepción de Nicaragua y Panamá, el resto de países tienen un 
aporte que supera las 50 personas. Para el caso de El Salvador y Hondu-
ras, la relación de funcionarios pagados por el Estado y las ONG, es de 
63% y 37% respectivamente para el primero, y de 59% y 41% respec-
tivamente para el segundo. 
 
Además de esto, hay que reconocer el esfuerzo que hacen muchas otras 
personas y organizaciones a través de sus trabajos, experiencias y 
formas de vida, en donde a través de sus actividades directas o 
indirectas, colaboran con la administración, manejo y conservación de las 
AP. 
 
También hay oportunidades que en un futuro deberán maximizarse a 
través de una mayor integración y coordinación con los sectores y actores 
involucrados directamente, como es el caso de las organizaciones 
indígenas y campesinas. De acuerdo con los datos de los SINAP dentro 
de las áreas protegidas de la región están presentes 29 pueblos 
indígenas. 
 
3.7 Asistencia técnico y Cooperación externa. 
 
Otro factor importante que ha contribuido con la gestión de las áreas 
protegidas en Centroamérica, es la presencia de al menos 33 organismos 
internacionales que contribuyen con asistencia técnica y financiera a los 
países. 
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En la actualidad se considera que dichos organismos generan 
aproximadamente 70 proyectos principales en la región y que favorecen 
aproximadamente a 111 áreas protegidas y 10 áreas de conservación en 
Costa Rica. 
 
El monto de dicha cooperación supera los cien millones de dólares para la 
región, y Centroamérica está negociando 45 proyectos adicionales que 
incluyen proyectos nacionales, binacionales y otros que integran a los 
siete países. El país que está negociando el mayor número de proyectos 
es Costa Rica que ha presentado a consideración de los donantes 19 pro-
yectos. 
 
3.8 Planificación 
 
La planificación como instrumento de manejo ha sido poco desarrollada 
en la región. Del total de áreas declaradas en el SICAP (411) tan solo 83 
(20%) cuentan con plan de manejo, estando muchos de ellos sin ejecutar.  
Además, solo 97 áreas (24%) tienen plan operativo y 171 (42%) plan de 
patrullaje y control. 
 
Para algunos países como Belice, Guatemala y Nicaragua, la existencia 
de un plan de manejo no ha constituido un instrumento para asegurar la 
elaboración del plan operativo, como se observa en las gráficas, el 
porcentaje de áreas sin plan operativo supera al porcentaje de áreas sin 
plan de manejo. 
 
Mientras tanto, en otros países existen más planes operativos que de 
manejo, lo que refleja que los planes operativos no han contado para su 
elaboración con instrumentos reguladores que se proyecten a largo plazo. 
 
3.9 Educación ambiental e investigación 
 
Ninguno de los SINAP tiene un programa como tal para desarrollar 
actividades en estos campos, sin embargo, se han dado acciones 
aisladas. 
 
En toda la región, se estima que al menos 101 áreas protegidas tienen 
programa de educación ambiental y 69 tienen hojas informativas. 
 
En cuanto a investigación, los estudios han sido desarrollados por 
organizaciones externas al sistema y se han generado con poco control 
por parte del Estado. Tan solo Belice y Honduras manifestaron tener un 
listado actualizado de todas las investigaciones realizadas en su país en 
áreas protegidas. 
 
3.10 Patrimonio cultural 
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El SICAP además de incluir 29 etnias, tiene identificadas 144 áreas que 
poseen patrimonio cultural representativo de la historia de la región 
centroamericana. Además, se considera necesario incluir dentro de los 
SINAP 62 áreas adicionales por su importancia cultural. 
 
3.11 Áreas Privadas 
 
La gestión por medio de áreas privadas en Centroamérica ha colaborado 
en la conservación de recursos con diferente intensidad entre los países. 
Mientras en Costa Rica existen 85 áreas privadas, otros países como 
Honduras y Nicaragua carecen de esta modalidad de manejo. 
 
Para países como Belice las áreas privadas representan la posibilidad de 
proteger con este tipo de gestión 132,436 hectáreas, o en el caso de 
Costa Rica 200,000 hectáreas. 
 
3.12 Recursos Costeros y Bosques Nubosos 
 
La historia geográfica de la región, su localización y su configuración final, 
hizo de Centroamérica un lugar apropiado para la diversidad de 
ecosistemas, entre los que se encuentran los sistemas costeros y los 
bosques nubosos, cuya conservación tiene particular relevancia para la 
región. 
 
El SICAP cuenta en la actualidad con 179 AP que protegen recursos 
costeros, sobresaliendo Nicaragua, donde el 65% de su SINAP está 
constituido por dichos ecosistemas. 
 
En cuanto a los bosques nubosos, el SlCAP incluye 61 AP, sin considerar 
los existentes en Costa Rica. En Honduras, estos bosques representan el 
93% de sus áreas declaradas. 
 
1.13 Áreas fronterizas. 
 
La localización de siete países en aproximadamente 500,000 Km2 ha 
generado la presencia de un gran número de áreas fronterizas, 36 en 
total. De estas, 21 son áreas binacionales, factor que permite sumar 
esfuerzos para la conservación de determinados recursos que 
trascienden las fronteras. 
 
Lo anterior hace que estas áreas sean de suma importancia para el 
Corredor Biológico Mesoamericano, por lo cual la propuesta de corredor 
contempla 31 de las áreas fronterizas. 
 
3.14 Turismo. 
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El turismo representa el mayor aporte para las áreas protegidas por venta 
de servicios. En el SICAP hay 135 áreas que reciben turismo (nacional e 
internacional), de ellas se considera que 112 tienen al menos condiciones 
mínimas para la atención al público y 26 son mercadeadas a nivel 
internacional (sin reportar las de Costa Rica). 
 
Costa Rica cuenta con los mejores registros de visitación, los cuales 
demuestran un crecimiento en cuanto al uso de las áreas protegidas con 
fines turísticos. Para este país centroamericano en 1992 el turismo 
representó un ingreso a las áreas protegidas de US$ 579,486 dólares y 
en 1995 alcanzó los US$ 2,585,595 dólares. 
 
Si bien hay países como Panamá, Nicaragua, El Salvador  y Honduras 
donde la actividad turística en áreas protegidas es aún reducida, la línea 
de trabajo es reconocida por todos los sectores como la manera más 
inmediata y mediata de generar recursos financieros para las áreas 
protegidas. Sin perder en ningún momento de vista la necesidad de 
incentivar y lograr que otros servicios presentes y en algunos casos ya 
utilizados, generen apoyo económico a los SINAP. 
 
3.15 Ecorregiones mejor y más débilmente representadas dentro del 
SICAP. 
 
Centroamérica posee (según Dinerstein ET AL, 1995), alrededor de 22 
ecorregiones entre selvas húmedas, bosques altos, bosques secos, pi-
nares, sabanas, páramos Y formaciones xerofítícas. Así mismo presenta 
por lo menos 4 formaciones de manglares bien determinadas e igual nú-
mero de zonas arrecifales de gran riqueza biológica. 
 
Si se hace una evaluación cualitativa sobre esta representatividad, es 
evidente que las ecorregiones mejor representadas son las conocidas 
como la selva húmeda Petenera (Guatemala), la selva húmeda del Caribe 
Centroamericano (Honduras, Nicaragua, Costa Rica); el llamado bosque 
húmedo de Talamanca (Costa Rica, Panamá); el bosque mixto de pino-
encino (Guatemala, Honduras); el bosque de pino de Belice (Guatemala, 
Belice); el páramo de Chirripó (Costa Rica); los bosques inundados de 
Peten (Guatemala); los bosques del Darién (Panamá); y los manglares 
caribeños (Honduras, Nicaragua, Costa Rica, Panamá). 
 
Regularmente representadas, se puede mencionar a las ecorregiones 
conocidas como los pantanos de Belice (Belice); Bosque húmedo de 
Panamá (Costa Rica, Panamá); el bosque seco del Pacífico 
centroamericano (Nicaragua, Costa Rica); el bosque de pino de la 
Mosquitia (Honduras, Nicaragua); los manglares del Golfo de Fonseca (El 
Salvador, Honduras, Nicaragua); los manglares de Yucatán (Belice, 
Guatemala); y los arrecifes del Sur (Costa Rica, Panamá). 
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Se puede afirmar que en Centroamérica existen ecorregiones que están 
poco representadas o mal representadas en el sistema de áreas 
protegidas como: selva húmeda Sierra Madre (Guatemala, El Salvador); 
los bosques altos de Centroamérica (Guatemala, El Salvador, Honduras, 
Nicaragua); el bosque húmedo estacional de Nicoya (Costa Rica); el 
monte seco de Mentón (Guatemala); el bosque seco de Panamá 
(Panamá); el bosque de pino de islas de la Bahía (Honduras); las 
sabanas de Peten (Guatemala); el páramo de los Cuchumatanes 
(Guatemala); y el Valle del Motagua (Guatemala).  
 
3.16 Amenazas. 
 
De acuerdo con los diagnósticos de los SINAP en la región, las 
principales amenazas de las áreas protegidas en Centroamérica son: 
 
• El avance de la frontera agrícola (cambio de uso de la tierra) 
 
• La tala y extracción de vida silvestre ilegal (muchas veces  
relacionada con la frontera agrícola) 
 
• Los incendios forestales y agroforestales 
 
• El saqueo arqueológico. 
 
En menor escala, pero con tendencia a cobrar cada día mayor dinamismo 
están la extracción de minerales e hidrocarburos y, el desarrollo 
urbanístico o turístico, presentándose en este momento algunos ejemplos 
de contaminación por desechos domésticos e industriales. 
 
Sin embargo, los principales problemas de manejo de las áreas 
protegidas de la región son las siguientes: 
 
• La indefinición de los límites de ellas mismas. 
 
• Los conflictos de tenencia de la tierra que existen fuera y muchas veces 
dentro (dependiendo de la categoría de manejo) de las mismas áreas 
protegidas. 
 
• La débil coordinación interinstitucional alrededor del manejo apropiado 
de las áreas. 
 
• La falta de experiencia en la planificación. 
 
• El bajo nivel de participación de los distintos sectores sociales.  
 
IV. Brechas y visiones en conflicto.  
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Modas y realidades 
 
Las áreas protegidas se iniciaron como un conjunto de pequeñas áreas 
con potencial educativo, recreativo (bellezas escénicas) e investigativo. 
Se definieron en sitios sin duda extraordinarios y fueron trasladándose a 
grandes extensiones de tierra, generalmente en bosques húmedos de 
propiedad estatal en algunos casos con presencia indígena, o con 
vocación de aprovechamiento pospuesto (forestal tradicional y minero en 
la mayoría de los casos). 
 
Hasta hace pocos años, el desarrollo de las áreas protegidas, en todo su 
abanico de posibilidades (categorías de manejo), iba más allá de los 
alcances de los parques nacionales o los monumentos naturales. 
 
Hoy, cada país centroamericano ha desarrollado de una manera legítima 
un conjunto de áreas protegidas, llenando un sin fin de objetivos de con-
servación y desarrollo:  monumentos culturales para proteger su 
patrimonio (algunos de ellos patrimonio de la humanidad); reservas 
forestales comunales - indígenas para producir bienes y servicios de 
carácter local (agua, madera, proteína animal, semillas y plantas 
ornamentales); zonas protectoras fundamentalmente para garantizar 
suministro de agua potable y energía; parques nacionales con bellezas 
escénicas en las cuales se desarrolla el turismo; y otras. 
 
Ahora, se plantea la necesidad de "identificar" un conjunto de áreas 
protegidas con el propósito de conservar la riquísima biodiversidad de la 
región, no sólo como contribución al desarrollo propio de la región, sino 
como oferta y propuesta regional al mundo. 
 
Dentro de las propuestas históricas, se plantean una serie de visiones 
que son importantes de señalar como elementos y criterios para 
desarrollar el SICAP y el CBM. De ellos, por supuesto, se extraen 
dicotomías, diferencias y brechas, como los que se enuncian 
seguidamente: 
 
4.1 Preservación vs. Aprovechamiento 
 
En Centroamérica, hay quienes solamente quieren invertir y poner 
atención a los parques nacionales, las reservas biológicas y las áreas 
núcleo de reservas de la biosfera, que por lo general implican tierras de 
propiedad estatal, usualmente inhóspitas, sin presencia humana 
permanente y sin actividades extractivas. Además, tradicionalmente, la 
participación de sectores de la sociedad civil en el manejo, hasta hace po-
cos años, era escasa o nula. 
 
Otras personas demandan tener la prioridad sobre áreas protegidas con 
categorías de manejo de uso múltiple, generalmente en tierras de 
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propiedad privada o municipal, asentamientos humanos y actividades 
extractivas planificadas y reguladas. 
En esos casos frecuentemente hay participación de comunidades, 
gobiernos locales y sectores empresariales en el manejo del área, de 
alguna actividad o concesión. 
 
Una consideración para esta región del planeta, en general pobre y 
subdesarrollada en términos económicos pero no biológicos, es que las 
áreas y sus recursos, (bienes y servicios), deben ser "usados" de alguna 
manera. Esto no implica abandonar la protección como instrumento de 
sostenibilidad, sino adoptar formas de uso sostenible que contribuyan a 
elevar el bienestar de la población, ya sea a través de actividades 
tradicionales o diferentes, que permitán generar un modelo de desarrollo 
más equitativo y diverso para los centroamericanos basado sobre todo en 
su rico patrimonio natural y cultural. 
 
4.2 Áreas grandes vs. Áreas pequeños 
 
La sociedad centroamericana enfrenta en este momento, la urgencia de 
definir si debe priorizar e invertir solamente en las pocas macro áreas 
protegidas (generalmente fronterizas y en las zonas húmedas y del 
Caribe), descartando aquellas pequeñas (menores de 10,000 hectáreas), 
o invertir también, en aquellas que, aunque reducidas en superficie, 
tienen potenciales interesantes para contribuir a conservar la 
biodiversidad y otros tipo de patrimonio natural y cultural, y sobre todo 
hacer viable la iniciativa del CBM. 
 
En el caso de Centroamérica, con rangos altitudinales y climáticos tan 
extremos (entre O y 4250 m.s.n.m.. y, con 350 hasta 6500 m.m. de lluvia 
anuales), el mantener pequeñas áreas puede ser beneficioso para la 
conservación de la biodiversidad, sobre todo si dichas zonas tienen 
formaciones vegetales únicas, especies endémicas u otros rasgos inte-
resantes, más aún si éstas no están representadas en macro áreas 
protegidas. 
 
No obstante, es necesario avanzar en la consolidación de mecanismos de 
manejo participativo, y en la capacitación y formación de líderes y 
técnicos de base, que garanticen la gestión y el manejo adecuado de 
esas áreas pequeñas. 
 
4.3 Sehros Iropkoles vs. Representación de todas las ecorregiones 
 
La región presenta otra dicotomía al hacer hincapié en la protección de la 
"selva húmeda tropical", versus otras expresiones biológicas presentes en 
el istmo. 
 
Es indiscutible que la selva muy húmeda tropical es mucho más rica en 
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especies que otras expresiones ecosistemáticas en la región. Sin embar-
go, la diversidad biológica de otras expresiones del ecosistema 
(manglares, bosques de altura, páramos, pastizales inundables, bosque 
seco o arrecifes de coral), es complementariamente muy importante, por 
no decir que son extremadamente importantes por las expresiones vivas 
adaptadas a condiciones extremas y diferentes. E1 SICAP debe tener 
expresiones ecosistemáticas de todas las ecorregiones y habitáis posibles 
presentes en la región. Esa es la única garantía para contar con una 
verdadera dimensión ecológica del C8M. 
 
4.4 Administración Centralizada vs. Manejo Participativo. 
 
Históricamente, el conjunto principal de áreas protegidas de 
Centroamérica fue planificado, creado y administrado por organismos 
centralizados de gobierno. Pocos serán los ejemplos que muestren que 
algunas áreas protegidas fueron creadas por empresarios privados, 
gobiernos locales u organizaciones de base. 
 
Muchas veces fueron los Ministerios de Agricultura, otras veces los 
Institutos de Turismo y, en algunos países, los Institutos de Antropología, 
Arqueología e Historia, los que promovieron la figura de las áreas 
protegidas siempre desde las ciudades capitales y financiadas 
generalmente con los tradicionales fondos de gobierno (con algunas 
donaciones de fundaciones privadas nacionales y extranjeras). 
 
Luego, las áreas protegidas fueron promovidas por grupos privados y, 
muy recientemente, estos grupos también participaron en la planificación 
y la administración de áreas protegidas (ya sean éstas propiedad estatal o 
privada). 
 
Se han combinado además, fuentes diferentes de financiamiento, como 
han sido los canjes de deuda por naturaleza, los fideicomisos o fondos 
nacionales ambientales, el mejoramiento de los sistemas tarifarios, y la 
propia desconcentración y descentralización de las instituciones guberna-
mentales. 
 
No obstante, hoy las instituciones de gobierno de la región encargadas 
del manejo y conservación de las áreas protegidas hacen esfuerzos en 
los ámbitos institucional, legal y administrativo, por buscar aquellas 
formas o arreglos sociales que les permita compartir esta responsabilidad 
con otros sectores organizados de la sociedad centroamericana. 
 
Cada día es más frecuente encontrar nuevas formas de comanejo o 
coadministración en los diferentes países de la región. En este sentido, es 
necesario trabajar en la sistematización de esas experiencias, con el fin 
de que esta práctica participativa de gestión de áreas protegidas obe-
dezca más a una política que a una reacción estatal de presión y 
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coyuntura. 
 
4.5 Protección de la Biodíversidad vs. Seguridad ecológica 
 
Cuando se trata de identificar los criterios para sentar las bases del 
diseño del SICAP, surge la necesidad de precisar si el objetivo 
fundamental del sistema es la conservación de la biodiversidad o, si por el 
contrario, esto se suma a otros criterios, como el de producir una serie de 
bienes y servicios estratégicos entre los que destacan la producción de 
agua para el consumo humano, agua para la generación de energía, 
turismo y, la producción de madera, semillas, plantas ornamentales, 
cacería, conservación de suelos y otros. 
 
Para la sociedad centroamericana en su conjunto sería más legítimo e 
interesante si ven en el SlCAP una garantía y a la vez una oportunidad de 
contar con una plataforma de desarrollo para el crecimiento económico y 
la sostenibilidad. Sólo la biodiversidad en sí misma, o la protección de 
ésta, no garantiza interés y compromiso por parte de todos los sectores 
de la sociedad regional, ni siquiera de la comunidad internacional más 
que la de los grupos conservacionistas. 
 
 4.6 Donaciones vs. Inversiones 
 
Para unos, la única posibilidad de garantizar el adecuado financiamiento 
de las áreas protegidas es mantener buenas relaciones con las agencias 
de cooperación internacional, bilaterales o multilaterales, cumplir con los 
convenios internacionales y obtener recursos para ello, aunque eso 
signifique mantener o aumentar la dependencia externa para el SICAP. 
 
Otros en cambio, abogan por aumentar los presupuestos nacionales, 
tanto del mismo gobierno como de mecanismos autónomos privados 
creados para este efecto, con recursos provenientes de donaciones 
externas o de mecanismos legítimos y autónomos, algunos de estos 
mecanismos pueden ser la internalización de costos (kilovatio/hora o 
metros cúbicos de agua/hora), el mejoramiento del sistema tarifario (por 
ingreso) y de concesiones (por proveer servicios y hacer negocio), con 
base en los bienes y servicios producidos para la sociedad. 
 
Para poder plantear este último paso, es necesaria la decisión política de 
los gobiernos, en especial de los gabinetes económicos, de reconocer los 
bienes y servicios (sobre todo estos últimos) que las áreas protegidas 
aportan al PIB de los países. Esto aumentaría la capacidad de 
negociación de los SINAP y sobre todo una visión más clara e integral 
para las negociaciones de manejo participativo de áreas protegidas. 
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4.7 Información  vs. Desinstrumentalización 
 
Una brecha importante en Centroamérica es la falta de acceso a 
información estratégica para tomar decisiones para la conservación de la 
biodiversidad y el manejo adecuado de las áreas protegidas. 
 
En general, se carece de inventarios integrales de calidad, nacionales u 
subregionales. Existen fotografías e imágenes de satélite 
desactualizadas, de escalas poco prácticas para trabajar en el campo. 
Cuando existen documentos, informes y otros instrumentos con infor-
mación actualizada, el acceso es exclusivo para unos pocos funcionarios 
o consultores. En Centroamérica, la difusión de la información aún no es 
un elemento cultural. 
 
Mientras los centros de información de carácter nacional no existen o 
tienen poco apoyo, muchas veces los proyectos de cooperación crean 
sus propias unidades de información (SIG) y moni-toreo que solamente 
sirven a sus intereses, sin que exista la posibilidad de comunicarse con 
otros proyectos similares o contribuir a unidades nacionales más fuertes, 
autónomas y sostenibles. 
 
Por otro lado, las tecnologías utilizadas son de alto costo y si estas llegan 
a integrarse a las unidades nacionales, no existe la capacidad para 
mantenerlas funcionando en forma apropiada. Es necesario buscar otro 
tipo de tecnologías e instrumentos para generar información que sea más 
amigable (de fácil manejo por parte de técnicos) y de bajo costo de 
operación. 
 
De igual manera que la difusión de información no es todavía una cultura 
en el área, el seguimiento, la evaluación y la sistematización pasan por la 
misma realidad. Es necesario desarrollar en las unidades nacionales 
(SINPAP) los instrumentos y mecanismos necesarios para evaluar en 
forma continua el estado de los SINAP, el SICAP, el CBM y el 
seguimiento a los diversos compromisos nacionales, regionales e 
internacionales adquiridos por los gobiernos de turno. 
 
4.8 Capacitación tradicional vs. gestión participativa 
 
Como se mencionó en la sección de antecedentes, la región contaba en 
los años 80 con el PASC del CATIE, el cual desarrolló en esa época una 
iniciativa para la formación de personal estatal y privado en el manejo de 
las áreas protegidas. De igual manera, la UPAZ, a través de su Unidad de 
Recursos Naturales, ha venido haciendo esfuerzos en capacitación 
relacionada con áreas protegidas (especialmente en lo referente a zonas 
de amortiguamiento y turismo), asimismo se cuenta con el programa de 
formación del INCAE en gerencia de recursos naturales. También hay 
una serie de cursos cortos de capacitación que se dan en ciertas 
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universidades de Estados Unidos. 
 
No obstante lo anterior, la oferta existente sigue estando centrada en la 
formación de cuadros profesionales de difícil acceso a grupos mayores, 
por su alto costo. En este sentido, la región enfrenta ahora un doble reto, 
ya que no sólo hay que ponerse al día en la capacitación tradicional, sino 
que hay que buscar los mecanismos para diseñar formas de capacitación 
que incorporen una mayor cantidad de usuarios (sobre todo los líderes, 
técnicos y paratécnicos de grupos de base, gobiernos locales y ONG) que 
están colaborando en la gestión participativa de las áreas protegidas. 
 
Además, es necesario aprovechar una serie de instituciones que, a nivel 
nacional, han desarrollado la suficiencia técnica para impartir cursos de 
capacitación que podrían llenar grandes vacíos hasta el momento 
insatisfechos por las ofertas de capacitación existentes en el área. 
 
4.9 Agendas nacionales  vs. Agenda regional e internacional 
 
En la región existen muchos proyectos que son de carácter regional (bajo 
la influencia o tutela de la CCAD), y otros muchos de ámbito nacional 
(bajo la influencia de los ministerios o institutos respectivos en coda país), 
que generalmente tienen más recursos para invertir y, por lo tanto, mayor 
impacto potencial para construir los sistemas nacionales y el mismo 
sistema regional de áreas protegidas. 
 
No obstante, es importante consensuar las agendas nacionales de 
conservación con la agenda regional, de manera que se pueda negociar 
en forma más coherente con la cooperación internacional. En este 
sentido, la necesidad de mayor difusión del CSM y la tarea inconclusa de 
discutir en cada país lo que significa el CBM y qué áreas protegidas 
prioritarias del SlNAP incorpora, es algo que se debe realizar en el corto 
plazo. 
 
Esta acción aseguraría a la CCAD y al CCAP todo el respaldo necesario 
para presentar las prioridades nacionales y regionales ante la 
cooperación internacional, y sobre todo el apoyo a los ministros de la 
CCAD para mostrar a dónde deben encausar los esfuerzos de su propia 
gestión.  
 
V. El futuro del SICAP... desafíos 
 
Dados los pasos iniciales para la incorporación de los nuevos actores de 
la conservación en Centroamérica por parte de CCAB/CCAP, la región 
debe avanzar en la articulación de los elementos, que puedan hacer 
viable la integración. Los elementos más importantes para ese avance se 
concentran en los siguientes principios de trabajo: 
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•  Participación real de los actores Y sectores Y los mecanismos para 
hacerla más efectiva. 
•  Representatividad de los actores sociales directamente involucrados en 
la gestión de las áreas protegidas. 
•  Equidad Y equilibrio en la distribución de los bienes Y servicios 
generados por las áreas protegidas. 
•   Desconcentración Y descentralización de la gestión de las áreas 
protegidas con la visión de una responsabilidad compartida. 
•  Operatividad de los acuerdos consensuados en los ámbitos local, 
nacional, regional e internacional. 
 
En este sentido, el desafío fundamental para el manejo de las áreas 
protegidas en Centroamérica, consiste en desarrollar una nueva 
institucionalidad capaz de propiciar la gestión compartida Y 
corresponsable de dichas áreas junto con los diversos actores sociales, 
en condiciones de equilibrio Y equidad entre ellos. 
 
Asimismo, la región debe profundizar la valoración tanto de los bienes Y 
servicios de sus áreas protegidas, como de su propia experiencia, la de 
sus instituciones Y comunidades, sistematizando las lecciones que 
orienten el curso de los próximos años. 
 
Teniendo como norte ese enfoque, la Reunión Centroamericana sobre 
Áreas Protegidas, celebrada en Managua, Nicaragua a finales de abril del 
presente año, identificó entre otros temas estratégicos los siguientes: la 
participación de otros sectores sociales en el manejo de las RP, el 
desarrollo del ecoturismo como una de las alternativas económicas para 
las comunidades asociadas a las áreas, el ordenamiento territorial Y 
uso de la tierra, el financiamiento, la educación ambiental, el 
fortalecimiento legal y técnico de las instituciones del sector. 
 
La participación local en el manejo de las RP fue planteado en tres 
dimensiones: la política expresada en la gobernabilidad local; la cultura 
que se manifiesta en la revalorización del conocimiento indígena u 
campesino; Y lo dimensión económica que se concreta en el control y 
usufructo de los beneficios económicos generados por el manejo de las 
RP. 
 
5.1 Protección de la Biodiversidad. 
 
Para proteger efectivamente la biodiversidad, es indispensable incluir 
ajustes a los sistemas nacionales de áreas protegidas que garanticen una 
representación ecosistemática Y UICN  interconexión satisfactoria, quizá 
fijando un porcentaje por ecorregión, entre el 10 Y el 15%. 
 
Habrá que desarrollar también estudios técnicos que identifiquen los 
bienes y servicios de las áreas Y sus mejores alternativas de manejo; 



 37

desarrollar conceptos de manejo innovadores y aplicados a la región, que 
generen empleo u perfeccionen la responsabilidad local. 
 
Se deberán promover acciones para resolver, en los países de la región, 
las incongruencias entre los objetivos de las categorías de manejo y la 
realidad de manejo de ellas; ampliar la cobertura de aquellas áreas 
protegidas de categorías de uso múltiple; perfeccionar la zonificación de 
las áreas protegidas; fortalecer los sistemas de protección de 
ecosistemas raros u especies en peligro y erradicar amenazas a las 
mismas mediante el control local. 
 
5.2 Valoración de la Diversidad Biológica y los Servicios 
Ambientales. 
 
La investigación científica en las AP continúa siendo un imperativo, y lo 
deseable es que sean las universidades y los centros de investigación de 
la región las que las lleven a cabo. En todo caso, es obligación y atributo 
irrenunciable de los Estados centroamericanos normalizar los 
mecanismos para regular dicha actividad dentro de las áreas. 
 
Esta línea de acción debe incluir la realización de inventarios biológicos 
completos por área protegida (al menos iniciar por las priorizadas), el 
establecimiento de sistemas de monitoreo y seguimiento de la estabilidad 
de los ecosistemas, el desarrollo de estudios de caso en valoración 
económica de servicios ambientales, incluyendo sobre todo lo relacionado 
a producción de agua, energía y fijación de carbono. 
 
Se deben de promover los sistemas de información, en lenguajes y 
lugares accesibles, el desarrollo de incentivos para la generación de 
nuevas tecnologías y productos basados en la diversidad biológica 
subregional. 
 
De manera paralela al registro, sistematización y difusión de los 
resultados de la investigación formal, se deben valorizar, fomentar y 
difundir los productos de la investigación no formal que realizan las 
comunidades indígenas y campesinas centroamericanas todos los días. 
Dichos resultados a su vez, pueden ser retomados por el conocimiento 
formal para orientar algunas de las líneas de investigación de los centros 
universitarios correspondientes. 
 
5.3 Estructura y Función pública 
 
En este campo, los Estados de la región deben actuar en dos ámbitos 
diferenciados: Uno, los procesos de descentralización técnica y 
administrativa y desconcentración funcional, que hacen necesario y 
posible compartir responsabilidades con diversos sectores de la sociedad 
(función facilitadora y contralora), y dan los recursos estratégicos, en 



 38

donde el Estado debe continuar ejerciendo la soberanía total sobre dichos 
recursos. 
 
Sin perder de vista esa distinción, el desafío más importante consiste en 
sensibilizar a los diferentes sectores de la sociedad centroamericana 
sobre las responsabilidades y derechos que implica la nueva 
institucionalidad. 
 
Debe quedar claro que la desconcentración de funciones y la 
descentralización técnica y administrativa, implican la delegación efectiva 
de autoridad, la asignación de recursos financieros, y el fortalecimiento 
técnico de las instancias locales. 
 
Nuevamente, el tema alude a la creación de condiciones propicias por 
parte del Estado descentralizando y desconcentrado, para fortalecer a sus 
interlocutores locales e instancias tales como las organizaciones basadas 
en la comunidad (OBC), los consejos de desarrollo locales y los 
municipios. 
 
El fortalecimiento institucional y organizativo implica también apoyar las 
Coordinaciones Nacionales de Biodiversidad; llevar a cabo la 
modernización institucional de las instancias nacionales de áreas 
protegidas; crear espacios de concertación social para promover el 
manejo participativo u fortalecer la gestión local de las áreas protegidas. 
Se debe mejorar la articulación de mesas subregionales de manejo de 
recursos naturales; desarrollar mecanismos financieros para maximizar el 
manejo a través de la capacitación al personal de las áreas protegidas, 
así como fortalecer la coordinación y el intercambio técnico entre los 
países centroamericanos. 
 
Es necesario también elevar la calificación del personal de las áreas 
protegidas en Centroamérica, país por país, región por región, área de 
conservación por área de conservación u aumentar la dotación de 
funcionarios en las áreas protegidas prioritarias para la conservación de la 
biodiversidad. 
 
5.4 Fortalecimiento del marco político y jurídico. 
 
Entre los principales escollos que han enfrentado los sistemas nacionales 
de áreas protegidas están la ausencia de un marco legal específico para 
las AP en los países. En ese sentido es importante que se ejecuten los 
compromisos bajo los convenios regionales e internacionales así como 
desarrollar u modernizar los marcos legales. 
 
Este fortalecimiento debe incluir la posibilidad de elevar el nivel jerárquico 
de las instituciones responsables de la administración de áreas protegidas 
y forestal del Estado. Dicho fortalecimiento implica la aplicación de las 



 39

leyes ambientales; la municipalización de la gestión ambiental y la 
administración de los recursos naturales, así como propiciar cambios 
legales que permitan el acceso y control de recursos naturales a comu-
nidades campesinas e indígenas. 
 
5.5 Educación ambiental y capacitación 
 
Debe tener como eje la valoración integral de los bienes y servicios que 
ofrecen las áreas protegidas, unificando criterios en ese sentido, y 
coordinando las acciones de educación formal y no formal en áreas 
protegidas, bajo la responsabilidad de los Consejos Centroamericanos de 
Bosques y el de Áreas Protegidas, (CCAB y CCAP). Una prioridad 
compartida en la región es la de desarrollar acciones de capacitación for-
mal para los guarda parques y el personal involucrado en el manejo de 
las áreas. 
 
En todos los casos, se trata de conocer, sistematizar y difundir 
experiencias de educación ambiental y capacitación que hayan dado o 
estén mostrando resultados positivos, ampliar los procesos de educación 
y capacitación a todos los sectores, los cuales deberán ser ejecutados por 
las instituciones nacionales que estén capacitadas para ello. 
 
5.6 Participación local 
 
Está claro que existe un agotamiento del modelo que prevaleció en el 
pasado y que los Estados no son capaces más de gestar las áreas 
protegidas como lo han venido haciendo hasta ahora. También resulta 
evidente que las comunidades aledañas a las áreas protegidas, no están 
dispuestas a seguir desempeñado un papel marginal en dicha gestión, en 
esa medida, se impone un nuevo arreglo entre el conjunto de actores que 
gravitan en torno a las áreas protegidas cuyo eje articulador es la 
participación, entendida como responsabilidades y beneficios compartidos 
entre los actores sociales. 
 
La posibilidad de facilitar procesos regionales integrados de capacitación 
y educación ambiental. Sin embargo, la participación no ha sido la tónica 
en las relaciones del sistema de áreas protegidas, sobre todo en lo que se 
refiere a los actores comunitarios, u por ende, uno de los mayores de-
safíos consiste en fortalecer o "empoderar" dichos actores para que el 
proceso de participación sea equilibrado u equitativo. 
 
Buena parte de las experiencias de manejo, fuera del sector estatal, ha 
sido acumulada por las organizaciones no gubernamentales; de dichas 
experiencias existen buenos u malos ejemplos documentados, que 
constituyen los puntos de referencia, sobre todo para reorientar la 
participación de las ONG en las futuras acciones de manejo compartido 
así como de facilitación de enlaces entre los gobiernos u el conjunto de la 
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sociedad civil. 
 
De igual manera, existen diversas experiencias de manejo local, 
especialmente por parte de las comunidades indígenas, como es el caso 
de Totonicapán en Guatemala y las comarcas Kuna Vala en Panamá, en 
las cuales la gestión de recursos naturales forma parte del capital cultural 
acumulado a lo largo de los siglos. 
 
Durante la reunión de Managua, el tema de la participación en la gestión 
de las AP, fue abordado en tres dimensiones: la gobernabilidad local, el 
valor de la experiencia y del saber locales y la dimensión económica del 
manejo participativo de AP. 
 
La gobernabilidad local se expresa a través de los gobiernos locales, en 
correspondencia con la creciente presencia e involucramiento de los 
municipios, alcaldes corregidores y concejales en aspectos tales como el 
manejo de fuentes de agua y la responsabilidad sobre los impactos de 
cualquier tipo de manejo, privado o público, nacional o municipal. Las 
áreas protegidas están dentro de las esferas de fiscalización de los 
gobiernos locales y su desafío consiste en asumir compromisos concretos 
en su gestión. Una acción dirigida al logro de ese objetivo es el 
intercambio entre municipios y comunidades con experiencia en la gestión 
de áreas protegidas y los otros municipios que carecen de esa fortaleza.. 
 
En ese contexto cobra relevancia hacer visible y desarrollar las normas y 
reglas locales de uso de los recursos naturales. 
 
Participación local es también derecho a aportar y construir los sistemas 
de conocimiento requeridos para sustentar los nuevos arreglos institucio-
nales. Ello implica rescatar el acervo cultural y las capacidades de 
investigación, innovación y creatividad indígena y campesina, ligadas a 
experiencias concretas de manejo y protección de áreas naturales y 
bosques, al respecto se destacó la necesidad de resaltar y conservar la 
cosmovisión integradora, los valores y los principios de reciprocidad y 
respeto que sobre la naturaleza poseen los pueblos indígenas. 
 
Dicha visión constituye un valioso "capital" para contrastar la cultura 
avasalladora de los recursos naturales y los patrones de colonización 
impuestos desde intereses lucrocéntricos que están afectando a las 
poblaciones rurales. De lo que se trata es de hacer visibles ese acervo y 
las experiencias locales desarrolladas, enriquecerlas con los aportes de 
las ciencias de la conservación, documentar otras que existan en la 
región y generar intercambios entre comunidades, técnicos y funcionarios 
de los SINAP. 
 
La dimensión económica de la participación constituye el punto en el que 
se han expresado las mayores urgencias por parte de los gobiernos 
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locales y las comunidades indígenas y campesinas de la región. La 
búsqueda de la sostenibilidad económica local parte del control sobre el 
usufructo del manejo compartido y apunta al objetivo de asegurar 
mecanismos para que el manejo de las áreas protegidas constituya un 
aporte a las economías locales, al respecto, se hace necesario realizar 
estudios para determinar qué porcentaje de los recursos que generan las 
áreas están quedando en la economía local. 
 
Otro objetivo en igual sentido apunta a asegurar que el usufructo de las 
AP genere beneficios económicos a las comunidades aledañas y que los 
gobiernos locales apoyados por las ONG, sirvan como indicador de 
dichos beneficios, al respecto, un mecanismo concreto consiste en la 
suscripción de convenios con las comunidades que garanticen tanto los 
beneficios como el usufructo. 
 
5.7 Ecoturísmo 
 
En virtud del proceso de pacificación que se inició en Centroamérica, la 
región se ha convertido en un destino turístico de creciente importancia. 
Tanto para Belice como para Costa Rica, la actividad representa la 
principal fuente de divisas y no cabe duda de que el auge de la misma se 
sustenta en la diversidad natural y cultural de la región. 
 
De cara al futuro, el SICAP debe consolidar sus programas y 
dependencias encargadas de la actividad turística en áreas protegidas, al 
tiempo que la fomenta entre las comunidades aledañas, enfocándola 
como una actividad complementaria junto con otras, (por ejemplo la 
agroforestería), para el desarrollo local y con la precaución de no crear el 
espejismo de que el ecoturismo va a resolver todos los problemas 
socioeconómicos de las comunidades. 
 
Cada país cuenta con experiencias buenas y malas en cuanto a la gestión 
del turismo en áreas protegidas que deben ser el punto de referencias 
para la proposición de nuevas acciones, tanto desde la iniciativa de los 
Estados como de las comunidades. 
 
En la medida que la región cuenta, en el campo de la protección de 
bosques y áreas protegidas, con un marco institucional integrado, es 
posible orientar a través del CCAB y del CCAP, un programa 
centroamericano de ecoturismo que identifique, fortalezca, difunda, 
multiplique y dé seguimiento a experiencias de turismo en áreas 
protegidas. 
 
Desde ese enfoque regional, también se vislumbra con esperanza la 
posibilidad de que la región ofrezca a la comunidad internacional 
paquetes turísticos integrados cuyos beneficios, en su mayor parte, 
puedan quedar en Centroamérica y principalmente en las zonas donde se 
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encuentran las áreas protegidas. 
 
5.8 Montaje y uso sostenible de recursos naturales. 
 
Incluye la armonización de políticas para conservación de la biodiversidad 
y uso sostenible en beneficio de comunidades rurales; el desarrollo de 
modelos participad vos de manejo de recursos forestales comunitarios; 
desarrollo y perfeccionamiento de incentivos económicos para la 
reforestación; promoción de la ejecución conjunta y desarrollo de 
servicios ambientales (energía, agua y fijación de carbono); desarrollo de 
estrategias de restauración ecológica y promoción de nuevos modelos de 
comercialización de productos naturales. 
 
En este sentido hay una serie de experiencias que se han estado 
generando en la región por parte de grupos locales y organizaciones de 
apoyo, que deben se rescatadas, sistematizadas, analizadas desde la 
óptica de sostenibilidad (criterios e indicadores de manejo) y difundidas 
con el fin de multiplicar las mismas. Un papel importante juegan en este 
aspecto, los intercambios de experiencias comunitarias. 
 
5.9 Ordenamiento territorial y tenencia de la tierra 
 
Como resultado de múltiples factores, el tema de la tenencia de la tierra, 
lejos de resolverse, se ha agudizado en la región en los últimos años. La 
presión sobre el recurso suelo amenaza Fuertemente las áreas 
protegidas y constituye sin lugar a duda el problema principal del SINAP. 
No obstante, se reconoce que es un problema cuya resolución involucra a 
diferentes sectores e instituciones, siendo a este conjunto al que 
corresponde buscar la mejor solución. 
 
Sin embargo, está claro que el reparto de tierras no puede darse 
únicamente a expensas de las áreas protegidas, y que su otorgamiento 
debe responder a criterios de sostenibilidad de los recursos y de las 
economías campesinas. 
 
Es urgente Favorecer procesos de manejo de áreas con las poblaciones 
campesinas re-asentadas y repatriadas, y con aquellas que llegan a las 
áreas protegidas como resultados de la expansión de la Frontera agrícola. 
6n esa perspectiva, habrá que unificar y mejorar los criterios de selección 
para definir áreas protegidas en tierras donde existan asentamientos 
humanos. 
 
El tiempo que se buscan nuevas Formas de organizar los territorios, se 
deben instituir políticas de incentivos para el manejo de áreas protegidas, 
que consideren las condiciones del mercado de tierras.  Asimismo, las 
acciones encaminadas al ordenamiento territorial deben desarrollarse de 
manera conjunta con los actores involucrados, como única Forma de que 
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dicha herramienta cumpla su cometido y propicie la sostenibilidad. Sobre 
todo debe aceptarse que el ordenamiento territorial trasciende la 
ordenación geográfica y que el mismo pasa necesariamente por una 
descentralización de poder político y económico para poder hacer viable 
ese ordenamiento geográfico del territorio. 
 
Entre las acciones prioritarias, se imponen la revisión y redefinición de las 
categorías de manejo y zonificación existentes, involucrar a otras ins-
tituciones dentro de los esfuerzos que están llevando a cabo los SINAP 
para viabilizar la iniciativa del C8M, identificando la situación de la te-
nencia de la tierra y los usos potenciales de esas áreas geográficas. 
 
Otro reto en este campo es el de analizar la situación de las 391 áreas 
propuestas en función del CBM y la viabilidad de las mismas por medio 
del manejo compartido. Con respecto a las 411 AP actuales, es necesario 
determinar cual es la prioridad estatal en Función de la representatividad 
de aquellos ecosistemas de valor nacional y regional, así como de la 
capacidad de manejo institucional. 
 
5.10 Mecanismos de financiamiento y asistencia técnica para la 
sostenibilidad 
 
Un desafío Fundamental que enfrenta la región en materia de 
financiamiento para conservación, pasa por modificar la actitud de 
indigentes Frente a la cooperación externa y la superación de 
procedimientos improvisados a la hora de gestionar los recursos. 
 
Es necesario mejorar la capacidad de propuesta, precisar la definición de 
prioridades, optimizar los sistemas de información sobre fuentes, 
mecanismos y formas de negociación para la captación de recursos 
financieros. 
 
Asimismo se deben establecer instrumentos para monitorear y garantizar 
el impacto del financia-miento en el ámbito local; para ello hay que contar 
con personal idóneo en gestión y administración eficiente de recursos, 
capacitados en el análisis de oportunidades para la inversión estratégica. 
Otro cambio de enfoque necesario tiene que ver con la generación de 
recursos propios de las áreas, de lo cual depende en última instancia la 
sostenibilidad de las acciones de protección. De la visión de manejo 
tradicional se debe evolucionar hacia una administración gerencia! de las 
áreas que considere de manera integral el valor de los bienes y servicios 
que ofrecen las áreas protegidas, u a partir de ahí, elevar la calidad de 
prestación de estos y en la misma medida una retribución equitativa por 
dichos bienes y servicios. 
 
La estrategia deberá desarrollar mecanismos de comunicación, 
coordinación y complementación de programas y proyectos existentes, 
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para lo cual se deben fortalecer los Consejos Centroamericanos de 
Bosques y Áreas Protegidas, (CCAB -CCAP). 
 
Habrá que desarrollar capacidad de gestión de proyectos en el ámbito 
subregional, haciendo énfasis en el apoyo a proyectos fronterizos; 
generar programas de más largo plazo, mediante fideicomisos y otros 
mecanismos financieros de mediano y largo plazo, logrando el 
compromiso de las agencias de cooperación para apoyar los proyectos en 
zonas de amortiguamiento. 
 
5.11 Retos y demandas sectoriales 
 
El siguiente es un resumen de los retos y demandas expresadas por cada 
uno de los sectores participantes en el Taller Regional de Áreas 
Protegidas, celebrado recientemente en Managua, Nicaragua. 
 
5.11.1 Sector indígena campesino 
 
1 .Mecanismos claros y transparentes en la aplicación de los acuerdos y 
convenios internacionales, en particular los Convenios 169 y de 
Biodiversidad, el Derecho Posesorio de la Tenencia de la tierra y el 
Derecho consuetudinario de las comunidades, asimismo, la ratificación 
del Convenio 169 en los países que aún no lo han hecho. 
 
2. Mecanismos de acceso "de hecho y por derecho" a recursos técnicos 
administrativos y financieros por porte de los comunidades. 
 
3. Participación Real de los Comunidades en lo tomo de decisiones para 
la identificación, formulación y ejecución de los proyectos e iniciativas. 
 
4. Que las comunidades tengan acceso o la información existente o todos 
los niveles en un lenguaje accesible u toman-do en cuento las lenguas 
vernáculos. 
 
5. Asegurar y mantener mecanismos de coordinación entre grupos 
indígenas y comunidades campesinas, en los planos nacional u regional, 
mediante las estructuras de coordinación del sector existentes en codo 
país, u por medio de CICAFOC en el plano regional. 
 
6. No permitir que se tomen decisiones inconsultas con los actores reales 
en la definición de áreas protegidas, e integrar su cosmovisión en los 
planes de manejo. 
 
7. Preservar el interés de los comunidades por encima de la visión 
esencialmente preservacionista que sustentan algunos grupos externos e 
intereses internacionales. 
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8. En la descentralización de la gestión de las áreas protegidas se deben 
tomar en cuento o las comunidades locales como sectores prioritarios. 
 

5.11.2 Sector municipal o de gobiernos locales 
 

1. El estado debe delegar funciones pero también transferir recursos 
financieros. 

2. Muchos municipios pobres encierran recursos naturales muy 
codiciados. Deben darse mecanismos de consulta popular en los 
municipios antes de aprobarse concesiones sobre recursos naturales 
maderas, mineras 

3. Hacer cumplir la ley (o formularlo donde no existe) recaudación de 
impuestos por la extracción de recursos y de turismo o favor de los 
municipios. 

4. Reconocer la labor y capacidad que han demostrado muchos 
municipios paro proteger recursos de importancia local como es el agua 
u bosques comunales. 

5. Proteger y salvaguardar el Patrimonio Cultural de los municipios. 

6. Fomentar un turismo responsable que beneficie las comunidades. 

7. La descentralización del Estado debe acompañarse de capacitación 
para fortalecer la gestión de los gobiernos locales. 

5.11.3 Sector de las ONG. 

1 .Que la participación de los ONG en comanejo no sea considerado por 
los gobiernos paro cubrir sus beneficencias, sino más bien paro actuar 
como socios corresponsales. 

2. Que el Estado garantice mecanismos paro vio-bilizar el manejo 
participativo de las áreas protegidas. 
 
3.E1 Estado debe convertirse en ente normador (reglamento y ordena). 
 
4.El Estado debe promover la capacitación y asistencia técnico; 
monitorear y retroalimentar las experiencias en manejo participativo. 
 
5. Compartir la experiencia desarrollado por las ONG en el comanejo de 
RP, con otros sectores. 
 
6. Generar el diálogo entre las ONG que trabajan en áreas protegidas y 
favorecer su integración. 
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7. Generar uno estrategia para el fortalecimiento de los ONG que incluido 
la participación equitativo de todas. 
8. Que los ONG asuman un papel más activo en la formulación de leyes y 
políticos, así como en su cumplimiento; propiciar proyectos de desarrollo 
alternativo; concientizar y educar o la población. 

5.11.4 Sector Estatal 

Fortalecimiento institucional: 
 
1 .Mejorar los mecanismos de coordinación intro e interinstitucionales. 
 
2. Definir claramente las atribuciones y competencias de las diferentes 
instancias poro evitar la duplicidad de esfuerzos. 
 
3. Mejorar la capacidad gerencial poro fortalecer internamente o los 
unidades operativas de AP. 
 
4.Adecuar los programas de capacitación a las necesidades de los 
SINAP. 
 
5. establecer mecanismos que permitan registrar y sistematizar la 
información mediante sistemas de información gerencial. 
 
6. Mejorar la capacidad de formulación de proyectos, para que los 
mismos sean autosostenibles. 

Financiamiento: 

1. Valorizar los servicios ambientales de los AP, generando recursos 
económicos poro su protección y manejo. 

       
2. Mejorar los mecanismos internos de captación de fondos. 

 
3. Establecer alianzas estratégicas con sectores de lo Sociedad Civil, 
en la captación de fondos. 

 
4. Generar cambios y mayor apertura en los SINAP paro consolidar 
las relaciones del sector estatal con los diferentes sectores de la 
Sociedad Civil. 

Lineamientos de políticas: 

1. Elevar el perfil político de los SINAP Normativo legal hacia los máximos 
niveles de decisión ejecutivo y Legislativo, mediante la valoración de los 
bienes y servicios que las Áreas Protegidas aportan o la sociedad. 
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2. Mediante un proceso participativa establecer u oficializar los planes 
nocionales de los SINAP u promover la legislación para su consolidación. 
 
3. Descentralizar recursos y la toma de decisiones hacia las áreas 
protegidas. 
 
4. Integrar los principios éticos ambientales o la definición de políticos. 

Estructuro organizativo: 
 
1. Realizar un diagnóstico de la estructuro organizativa (nacional y 

regional) actual, en función del fortalecimiento de los procesos de 
regionalización acorde o los lineamientos de políticos. 

 
Normativa Legal: 
 
1. Revisor y adecuar el morco legal y jurídico en un proceso de consulto y 

consenso para realizar reformas necesarias que garanticen la 
participación de los otros sectores en las AP. Agilizar la aprobación de 
las reformas legales e institucionales y su reglamentación respectivo. 

5. IX La coordinación, el seguimiento y la comunicación 

Tanto el CCAB como el CCAP han venido desarrollando la coordinación 
por medio de su secretaría, en el plano regional. Es necesario operativizar 
esto coordinación en el plano nocional. 

Es claro que toda estrategia necesita de estos instrumentos paro su 
operativización. En este sentido estos son funciones primordiales que de 
uno u otro manera han venido siendo asumidos por CCAP/CCAB. 
 
Sin embargo todos estos mecanismos requieren ser afinados y ajustados 
poro esta nuevo tarea que les corresponde desarrollar en conjunto. Es 
necesario empezar por diseñar los mecanismos que garanticen sobre 
todo el crear una cultura de seguimiento y evaluación para poder mostrar 
de resto de lo sociedad el cumplimiento del trabajo, pero sobre todo paro 
aprender de los experiencias desarrollados. 
 
De igual manera se deben afinar los mecanismos de comunicación y 
difusión de información como instrumento de participación que garantice 
el equilibrio entre los actores involucrados, conceptualización del nuevo 
esquema de administración y manejo de los RP, contempla un Estado 
reducido en cuando o ejecución de acciones de campo, pero Fortalecido 
mediante eI acompañamiento de los sectores sociales en la gestión de los 
recursos. 
 
En ese sentido se trata de un Estado que mantiene bajo los esquemas 
tradicionales de manejo sólo aquellas áreas protegidos de importancia 
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estratégico nacional por los recursos presentes; agua, energía, suelos, 
minerales, otros. Pero también un Estado que al mismo tiempo Facilito el 
manejo participativo en todos sus modalidades, incorporando los sectores 
interesados en la administración y manejo de los mismos. 
 
También se debe visualizar un esquema de trabajo que involucre a los 
sectores sociales en todos los aspectos, consulta, tomo de decisiones, 
manejo de recursos, búsqueda de Fondos, responsabilidades y solución 
de conflictos, y que incorporo los conocimientos que los sectores han 
generado mediante el uso ancestral de los recursos paro propiciar un 
manejo adecuado de las áreas. 
 
El Estado debe Fomentar una visión integradora para compartir 
responsabilidades y beneficios, basada en lo capacidad instalado en la 
región poro generar arreglos sociales. Dicho visión debe ser reforzada 
mejorando la capacidad de seguimiento de esos arreglos por parte de las 
instituciones de gobierno. 
 
Este esquema permitirá un mejor aprovechamiento de los escasos 
recursos con que cuentón en la actualidad los SlNAP, dedicados así a 
actividades específicos, y además permitirá uno desburocratización de los 
recursos económicos (cooperación externo) hacia los RP, al ser estos 
administrados por los sectores sociales. 
 
Por otro lodo, los sectores y actores sociales deberán comprometerse o 
seguir lo normativo acordado en formo conjunto y buscar la transparencia 
y eficiencia de sus acciones. En todo momento deben dedicarse o 
generar el uso sostenible de los recursos naturales (en los cosos que se 
permita el uso), asegurando la conservación de los recursos de acuerdo o 
los objetivos definidos en el ámbito nocional, así como de coda área 
protegido. 
 
El uso de los recursos deberá obedecer a los parámetros que dicte el 
conocimiento obtenido mediante lo investigación, tradicional y no 
tradicional. Para esto, los SINRP deberán promover uno orientación 
metodológica e investigativo que valore de manera integral los bienes y 
servicios de los RP y lo distribución equitativo y equilibrado de los 
mismos. De esto manera es posible asegurar el manejo real de los 
SINAP, como principio básico poro concretar la visión del CBM y como 
mecanismo indispensable poro mejorar la calidad de vida de la sociedad 
centroamericana.  
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